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GALERIA cambia de destino. Si el rumbo hay que medirlo por capacidad de entrega, 
carilfo y sabiduría. Lejos de la autobiografía pomposa o franciscana, según el usador de 
la página, que venía sucediéndose, hoy hemos cogido la aguja de marear, y hemos roto 
la rosa de los vientos en mil estrellas, para irnos por los derroteros de la sosegada exposi­
ción, no de una biografía inconcluida, sino por la ancha avenida de decires de un compa­
flero que si veterano en querer aprender, alevín en mil combates. 

Nuestra profesión, nada más, y nada me­
nos, que la Abogacía, nos ha ensenado a ha­
blar mucho, y bien, de los demás seres, de 
sus grandezas y de sus virtudes, pero nos im­
pide o cercena el hablar de nosotros mismos, 
por ser terreno resbaladizo, entre la falsa 
modestia o la altanería. 

Creo que es fácil hablar de tus virtudes 
literarias; tle los gigantes de la Abogacía al­
meriense (Rogelio Pérez, Carlos Fernández 
Espinar, Emilio Pérez Manzuco, y tantos y 
tantos otros, que nos precedieron con su 
ejemplo); de la grandeza espiritual de An­
gel Gómez; del Sei\orío de Gerardo Jiménez; 
de la sensibilidad de José María Requena; 
del brio de"Bernardo Falcón; del estilo de 
Juan de la Cruz Lillo; de la seriedad profe­
sional de Antonio Rodríguez; del senequis­
mo de Míguel Angel Soria; del entusiasmo 
de Ginés de Haro, que posee el elixir de la 
eterna juventud, y que a sus ochenta y tan­
tos anos-, da lecciones gratuitas de ilusión 
hacia la Justicia. Y de tantos y tantos com­
pafleros entrai\ables que día tras día, en lu­
chas dialecticas, permanentes y constantes, 
hacen camino a las nuevas generaciones. 

Como has recorrido, palmo a palmo, la 
cuenca del Río Almanzora. «De Huelgo a 
Palomares», sabes que nací en O lula del Río, 
con signo de Leo, y parafraseando a Anto-

nio Machado, en donde el río forma su cur­
va de Ballesta, y cuenca abajo, con desvío 
por Cantoria y subiendo la cuesta de la Vir­
gen, desembarcamos en Almería, un afio an­
tes de que CELIA VIÑAS tomara posesión 
de la cátedra de Literatura en nuestro Insti­
tuto de Ensenanza Media. 

A veces pienso que el Almanzora está in­
merso dentro de mi ser, de mi familia, de 
los más entraf'lables recuerdos; pues cerca de 
su yacimiento, nació RAMON RODRI­
GUEZ DE TORRES, Magistrado de nues­
tra Audiencia Provincial, el 10 de Enero de 
1952, cuando presté juramento, para ejer­
cer la profesión de Abogado. Descendien­
do por el cauce, al llegar a Purchena, PA­
BLO DE TORRES y su hijo JOSE MA­
NUEL, ambos notarios de Barcelona. Al Ue­
gar a Albox, y con desvío por la Rambla de 
Oria, se asientan otros familiares, y a los 
cuales pertenecen MARIA DOLORES RE­
QUENA y su esposo FRANCISCO GAR­
CIA CANTERO, ambos Fiscales de nues­
tra Audiencia. Entrando, nuevamente en el 
Almanzora, se Uega a Zurgena, cuna del P A­
DRE ALFONSO TORRES, del que José 
María Pemán, en 1954, en el prólogo al li­
bro «Un orador ascético», de Castor Mon­
toto, decía que «El Padre Alfonso Torres es, 
seguramente, la máxima cima de la orato-
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rrucha, TRINO DE TORRES, y su saga, 
médicos y científicos, afincados en Madrid, 
y en donde, unos de los descendientes, 
TRINO-JOSE y MARIA LUISA, pese a su 
juventud, son respectivamente miembros de 
la Academia de Ciencias y del Instituto de 
Investigaciónes científicas. 

Nuestra profesión, repito, nada más y 
nada menos que la Abogacía, que es «el De­
recho en pie de guerra», se ve fortalecida con 
la vocación, la fe la ilusión. 
ria sagrada contemporánea». Y ya, en Ga-

La vocacion, es imprescindible para el 
ejercicio profesional, requisito «sine qua 
nom». Al esfuerzo, al trabajo, al estudio. 
Ante las dificultades, y los sacrificios, la vo­
cación mueve montaftas, manteniendo el 
fuego sagrado, de postular, con tesón, im­
petrando Justicia para los ciudadanos. 

La fe, en los Tribunales, en nuestros pa­
trocinados, en nuestros compafteros, e inclu­
so en nuestros propios adversarios, los cua­
les, tambien son protagonistas en los dramas 
judiciales. 

Y la Uusión, porque ha de tenerse ilusión, 
con el estudio, el creerse, y creernos, que 
dentro del proceso, somos unos universita­
rios, unos científicos, que colaboran con el 
fin último de la Justicia. Ilusión. conque la 
Justicia, aún para los humanos, es posible; 
que una sociedad, sin ella, está condenada 
a la esclavitud. Mal puede convencer un 
Abogado al Juez, si previamente, aquel no 
está convencido, ilusionado, con la rectitud 
de su causa. 

Como, punto y aparte, de esa vocación, 
fe e ilusión, he procurado comunicar a los 
míos, a los más cercanos, los tres hijos, la 
grandeza y la servidumbre de la Abogada: 
TERESA, en la actividad de procuradora; 
MARIFLOR, primeramente, Abogada en 
ejercicio, y después, Fiscal de la Audiencia 
de Málaga, en donde ejerce su actividad; y 
JOSE MANUEL, reciente Licenciado en 
Derecho, con inquietud de ejercicio libre. 

-¿Pasantía? 

La institución de la pasantía, de gran rai­
gambre en el ejercicio de la actividad pro fe-

4 

sional, es una de las asignaturas pendientes 
que tiene la Abogacía Espaflola, puesto que, 
la Universidad forma a los estudiosos del De­
recho con criterios eminentemente teoricos. 
El licenciado es posible, y factible, que no 
haya visto, porque no se le ha exigido, la for­
ma conque se redacta la demanda, ni el plie­
go de posiciones, e incluso, si se apura un 
poco, la forma o modo, de cortesía y respe­
to que ha de tratar, no solo al Juez, sino a 
los demas funcionarios, a. los compafteros, 
e incluso a la parte adversa, lo cual no está 
en pugna, con la fuerza de sus razonamien­
tos o argumentaciones. 

Existe la tendencia dentro del Derecho 
comparado de que a los estudios universi­
tarios, se siga de forma inmediata, y como 
fase previa al ejercicio pleno, un periodo de 
prácticas, que dura de dos aftos en adelan­
te, en donde se aprende el Derecho «vivo», 
con cuerpo y alma, dando los primeros pa­
sos, a través de los organismos jurisdiccio­

. nales, y los administrativos, en definitiva, a 
recorrer los laberintos legales. 

La pasantía fija con claridad y precisión 
las ideas, trasladandolas de los libros a la so­
ciedad, a vivir los problemas humanos; a co­
nocer a los protagonistas de tantos y tantos · 
dramas judiciales saber sobre sus grandezas 
y sobre sus miserias; en definitiva a corre­
tear, y J>$!rmíteme la expresión, por los la­
berintos de las leyes. 

Pero tal institución, no es solo ello, sino 
algo, mucho más sublime y afectivo, pues 
a través de ella se engendra riqueza y juven-
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tud; ya que, enriquece, a quien da y a quien 
recibe, en conocimientos, experiencias, en­
foques y técnicas; y rejuvenece, a quien da, 
recibiendo aires universitarios nuevos, brío 
y pasión, activando y agilizando los asun­
tos debatidos. 

Particularmente agradezco, a todos y ca­
da uno, de los compafteros, que durante pe­
riodos más o menos largos, estuvieron en el 
despacho, y los cuales, en su mayoría, ocu­
pan puestos relevantes y prestigiosos en sus 
actividades profesionales. 

Como te expresaba anteriormente la ins­
titución va más allá de una mera transmi­
sión de conocimientos. 

Raro es el día en que no tenga relación 
con alguno o algunos, o nos reunamos, pa­
ra hablar, no solo de el derecho, sino de los 
más variados y variopintos temas. Y sepa­
mos, todos y cada uno de nosotros, de los 
pequeflos o grandes problemas, que nos 
afectan. Vinculaciones no ya de compañe­
rismo, sino cuasifamiliares o hermandad. 

Se ha dicho que en esta sociedad capita­
lista y competitiva «tu enemigo es el de tu 
oficio», y de ahí, que las personas mayores, 
o con experiencia, sean cicateros a transmi­
tir sus experiencias, pero tal argumento, no 
solo es un sofisma, sino una horterada, por­
que lo grandioso de la Ciencia en general, 
y de la jurídica en particular, es la necesi­
dad imperiosa que siente el ser de transmi­
tir a los demás lo mucho o poco que pueda 
estar almacenando. 
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HOMENAJE AL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA DE CASTILLA-LA MANCHA EN ALBOX 

El día 7 de Julio pasado el pueblo de Al­
box tributó un homenaje al Excmo. Sr. don 
José Rodríguez Jíménez, Presidente del Tri­
bunal Superior de Justicia de Castilla-La 
Mancha, nació en dicha Villa. Los actos se 
iniciaron con el descubrimiento de un bronce 
en la fachada de la casa número 2 de la ca­
lle Silvela y con unas palabras de bienveni­
da a los asistentes del Alcalde Francisco Pé­
rez Conchillo. 

A las 14,30 horas se celebró un almuer­
zo en el claustro del Santuario de la Virgen 
del Saliente. A continuación hicieron uso de 
la palabra Maribel Campos, que dio lectu­
ra a las adhesiones recibidas, resaltando la 
de su Alteza Real el Príncipe de Asturias; 
Dolores García lo hizo en nombre de la Jun­
ta organizadora; Francisco González, con 
entrega de una placa; el Secretario de Go­
bierno del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla-La Mancha; el Consejero de la Pre­
sidencia de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha en nombre del Presiden­
te, que dio lectura a una carta de éste. 

A continuación hizo uso de la palabra 
Ramón Muñoz Sánchez, decano del Cole­
gio de Abogados, que recordó la estancia en 

Almeria del homenajeado como Presidente 
de la Audiencia provincial desde el día 9 de 
Febrero de 1980 al lO de Abril de 1984, ha­
biendo recibido el nombramiento de COLE­
GIADO DE HONOR de dicho Colegio. Re­
saltó la importancia de la función judicial 
para el mantenimiento del orden, la convi­
vencia y la paz socia l. Dijo que era verda­
deramente lamentable que la sociedad vaya 
perdiendo su fé en la Administración de Jus­
ticia, pero que todavía es consolador saber 
que contarnos con Magistrados y Jueces que 
prestigian la carrera judicial, como Pepe Ro­
dríguez Jiménez. Afirmó que este Magistra­
do ha tenido pasión por el trabajo, por el 
Derecho. Y que estos actos han de servir pa­
ra enaltecer su figura humana y profesional, 
Reiteró su felicitación en nombre del Cole­
gio de Abogados y de su Junta de Gobierno 
al homenajeado, a su esposa e hijos y de­
más familia res y le hizo entrega de una pla­
ca que recuerda la adhesión del Colegio al 
homenaje que se le tributaba. 

A continu,!lción Miguel Sánchez tuvo un 
recuerdo para los padres de Pepe Rodríguez. 
Después hizo uso de la palabra Dionisio Bue­
no García, .~retarío judicial de Murcia; se-

guidarnente el Vocal del Consejo General del 
Poder Judicial Sr . Martínez Zato, que defi­
nió al homenajeado como persona equilibra­
da, ponderada en sus decisiones y prototi­
po de buen Juez. 

El Alcalde de Albox intervino con unas 
breves palabras, o freciendo en nombre del 
pueblo de Albox el merecido homenaje, im­
poniendo el Escudo de la Villa a Pepe Ro­
dríguez, así como a su esposa y en nombre 
del Presidente de la Diputación le hizo en­
trega del Escudo de la provincia. 

Finalmente Pepe Roríguez J iménez inter­
vino dando las gracias al Alcalde de Albox, 
a Diego Granados, a la Junta organizado­
ra, al Consejo General del Poder Judicial, 
Colegio de Abogados y demás asistentes y • 
personas que se habían adherido a los actos, 
con una referencia de admiración a su pue­
blo y a la Virgen del Saliente. 

5 



¿Eres Almeriense? 

- Lo soy de corazón, pero no de naci­
miento. Totana en la provincia de Murcia, 
es mi pueblo, hoy célebre no solo por una 
familia muy vinculada al Derecho y a la Po­
lítica del país, los Garriguez, sino además 
por una figura del espectáculo: Bárbara Rey, 
y por el popular CHENDO, lateral derecho 
del Real Madrid. 

A esta provincia, concretamente a Vera, 
de donde era mi padre, me trajeron a los po­
cos días de nacer y a Almería me vine con 
8 ai\os. Aquí estudié parte de las primeras 
letras con los Hermanos de la Salle, en el hoy 
desaparecido colegio de la calle Almanzor. 
Después hice todo el bachillerato en el viejo 
Instituto de la plaza de Santo Domingo. La 
carrera la empecé a estudiar libre y daba cla­
ses con ese gran jurista, que es Federico Puig 
Pefla, maestro de todos. Desde que saqué las 
oposiciones -ai\o 1954- quise venir a Al­
mería, como registrador. Desde Noviembre 
del88lo soy. Desde 1934 no he perdido con­
tacto con Almería. Me considero fundamen­
talmente almeriense. 

-¿Tú, como la mayoría de los almerien-
ses estudiarías en Granada? · 

Pues no, estudié en Murcia. En Grana­
da solo hice el Examen de Estado. Tras el 
primer afio libre en Almerfa, me fui a aque­
lla Universidad. Allí tuve el primer suspen­
so de mi vida, en Romano y andando el 
tiempo es curioso que el Catedrático enton­
ces de la asignatura, don Isidoro Martin, se­
ría una de las personas a las que tengo más 
afecto y veo alguna vez par Madrid, asistien­
do a reuniones con condiscípulos de Mur­
cia, bueno lo veía, pues acaba de fallecer. 
También recuerdo la influencia en mi for­
mación más inclinada a lo filosófico y al De­
recho Público de los desaparecidos don An-
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A veces la palabra es tiempo repartido. Quehacer gozoso del que escu­
cha, cuando el que dice, es verbo lleno de recuerdos tan presentes como 
el continuo manar del arroyo. No cansa con su cantar de agua ... y oir es 
estímulo para seguir oyendo. Así es la palabra alargada y entretejida de 
frutos de JUAN CUADRADO. Oirlo es placentero y enriquecedor, tal la 
visita a un museo querido, o el descubrimiento de un nuevo pensamiento, 
que nos acerque más a lo más alto ... Lástima que a veces hay que confor­
marse con la lectura de sus palabras. 

tonio Ferrer Sama, penalista y don Manuel 
Ballbe Prunés, Catedrático de Administra­
tivo, sin olvidar al hasta hace muy poco ma­
gistrado del Tribunal Constitucional, don 
Antonio Truyol, Catedrático de Filosofía del 
Derecho,. que después explicaría Internacio­
nal en la Complutense. 

- Pese a tu afición al derecho público, 
te inclinastes al Privado y te hiciste 
registrador. 

Si. Creo que pesó mucho el aspecto fa­
miliar. En mi casa, tanto por la línea pater­
na, como por la materna habían estudiado 
Derecho. Mis dos abuelos, eran abogados y 
fueron muy buenos civilistas, mi bisabuelo 
paterno~ registrador; otro ascendiente, no­
tario; un tío camal, Juez; mi tío Paco Mon­
toro, a quien recordarás de su último desti­
no en Almería, también registrador ... Mi pa­
dre no llegó a terminar la carrera de dere­
cho y se dedicó al arte y a la arqueología. 
Con la memoria prodigiosa, que le permi­
tía saber y recitar admirablemente -dicho 
sea de paso- unas 3.000 poesías siempre le 

echó en cara la familia, que no se hubiese 
hecho registrador . Por eso, desde pequen o, 
me animó a que yo Jo fuera. Y recordaba 
mucho el registo de su abuelo, Torrente en 
Valencia. En aquel entonces, principios del 
siglo, tenía 10 oficiales en la oficina. Y el que 
estaba encargado del Diario de Operaciones 
y atendía al público, vestía chaqué. 

Total, que te hicistes registrador. ¿Por 
donde ha transcurrido tu carrera?. 

Primero con un escalafón saturado, hu­
be de tirarme tres anos en el Cuerpo de As­
pirantes. De ellos, uno en Almería, tratan­
do de foguearme para un hipotético ejerci­
cio de la abogacía. Guardo el mejor recuer­
do de un gran caballero y letrado, que era 
el almeriense, Carlos Fernández Espinar. El 
comprendió que yo no tenía el espíritu de lu­
cha, propio para la tarea diaria del Foro, y 
así lo comprendí yo también, después de mu­
chas tardes en su despacho de la calle Ló­
pez Falcón, donde viví muchos e interesan­
tes capítulos de la vida jurídica almeriense. 

Dos anos más estuve en Cartagena, has-



ta conseguir mi primer registro. Fuí Letra­
do interino del Estado en la Delegación de 
Hacienda de aquella ciudad. Mi jefe direc­
to, era otro almeriense, el Abogado del Es­
tado, Joaquín Navarro Coromina y el titu­
lar de la Delegación, tambien nacido en 
nuestra capital, Eduardo Fernández Munoz. 
De los dos también aprendí mucho en aque­
llos anos inolvidables. 

Mi carrera ha transcurrido con preferen­
cia hacia Andalucía, GrazaJema, primer des­
tino, San Fernando y Medina Sidonia en Cá­
diz; Marchena, en Sevilla; Cuevas del Al­
manzora, Berja y Almería, en nuestra pro­
vincia. No podía faltar un destino en mi pro­
vincia natal, y fui registrador de Lorca. Por 
tierras castellanas, senaJaremos mis destinos 
en Toledo, en Leganés y en Madrid. Tam­
bién puedo contarte de mis experiencias en 
otras dos regiones, bien distintas, Estrema­
dura, como titular del registro de Fuente de 
Cantos y Galicia, de donde es natural, mi 
mujer, y yo fuí titular de Redondela, casi en 
la línea de Portugal. 

- Me hablas de falta de espíritu de lu­
cha para la abogacía. ¿No tienes que Juchar 
como registrador? 

Si y mucho, pero en otra forma. No se 
es actor de la batalla de intereses en el Juz­
gado. Solo hay que proteger la propiedad y 
los demás derechos reales de los ciudadanos, 
con los asientos del Registro. La calificación 
supone el reciclaje diario de las nuevas le­
yes. Ya he pasado por dos grandes reformas 
del Reglamento Hipotecario, en armonía con 
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las del Código Civil en 1958 y la del régimen no. Tambien pasó la época de teorizar. Re­
económico del matrimonio en 1981, amén cuerdo a este respecto unas interesantes afir­
de otras reformas de menos entidad. No ol- maciones del profesor Alvaro B'Ors Pérez­
videmos la legislación del Suelo y Urbanis- Peix en un artículo que publicó en la Revis­
mo, la del Mercado Hipotecario, la Ley de ta de Derecho Privado en 1944: «¿Para que 
Prenda sin desplazamiento e Hipoteca Mo- quieren los civilistas estudiar la naturaleza 
biliaria, que empezaba, recién terminadas de los derechos? ¿No sería mejor que se de-
mis oposiciones, la de Ventas a Plazos de dicaran a estudiar los efectos? ¿No sería me-
Bienes Muebles .. . y ademas la materia fis- jor que en vez de gastar imaginación en ce-
ca~ - he aplicado cuatro textos refundidos rebrales teorías, se esforzaran por producir 
distintos del Impuesto de Derechos..Reales, cada día nuevos recursos que resolvieran las 
hoy Transmisiones Patrimoniales y Sucesio- necesidades que la vida jurídica va imponien-
nes y el Mercantil, que viví más de cerca, du- do constantemente? Así lo hicieron los ju-
rante mi etapa de registrador de Toledo, y ristas romanos de la buena época, de la épo-
tan de actualidad con recientes reformas del ca realmente creadora». Nuevas normas. 
Derecho societario. Podría hablarte también Mejor aplicación. E Informática. El Cuer-
de repercusiones del Derecho comunitario y po de Registradores está en línea de la 
de las leyes de las Autonomías... actualidad. 

En estos largos 30 anos de ejercicio he Una última pregunta, Cuadrado, y no se 
tenido muy útiles experiencias. He contado refiere al Derecho. Tu padre fue un distin-
con buena oficialidad en mis Registros y creo guido almeriense, cuya memoria yo mismo 
que no me he llevado mal con Notarios, he reivindicado en mis escritos. ¿Cómo ha 
Abogados y Procuradores, y público en ge- influido en tí?. 
neraJ. No he sido registrador peguista y pue- Ya te he dicho que el me orientó desde 
do senalarte' que solo me han interpuesto en nino hacia mi actual profesión. Pero lo más 
toda mi vida profesional un recurso guber- importante para mí de su ejemplo fué su pro-
nativo contra mi calificación. ., fundo catolicismo, su taJante liberal de com-

!Ah, se me olvidaba¡ en la década de mis prensión para con todos, su gran amor a Al-
sesenta, yo que soy poco aficionado a las mería. No he heredado de Juan Cuadrado 
máquinas ni se conducir un autómovil, he Ruíz, su gran habilidad para el dibujo, sus 
tenido que aeeptar el reto de la informati- conocimientos arqueológicos, la facilidad de 
zación y estoy satisfecho de que gracias a su pluma y de su verbo. Si quiero ser cris­
ella, podamos prestar un mejor servicio a la tiano, liberal y almeriense, como el me 
sociedad . . Ya no basta el encontrar la nor- formó. 
ma jurídica precisa en el momento oportu-
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NOTICIAS 

NOilNAS flE{JUlADORA$ 08. FUNCIONA­
MIENTO DEL SEilVIC/0 COMUN DE NOTIFI­
CACIONES A PROCURADORES Y /lECISTRO 
CENERAL DE PIIESENTAC/ON DE ESCRITOS. 

l. Dependencia 
El Servicio Común de Notificaciones a 

Procuradores y Registro General de Presen­
tación de Escritos dependerá gubernativa­
mente de la Audiencia Provincial de 
Almería. 

2. Instalaciones. 
El mencionado Servicio estará instalado 

en la planta baja de éste Palacio de Justicia 
y será atendido por funcionarios. 

3. Entrega de coplas de resoluciones a 
notificar. 

A) Desde las nueve horas y hasta las diez 
horas de la mai'lana de cada día laborable 
excepto sábados, los funcionarios de cad~ 
Organo Jurisdiccional, que designen los co­
rrespondientes Secretarios, traslada.rán a la 
referida Oficina, las copias de las resolucio­
nes que hayan de notificarse a Procuradores. 

8) De cada resolución se acompai\arán 
tantas copias como Procuradores hayan de 
notificarse y además otras dos copias cuyo 
destino será: una, sellada en la Oficina de 
Notificaciones y devuelta al funcionario ju­
dicial correspondiente como justificante de 
la recepción de las mismas en este Servicio. 
La otra, quedará en poder del Servicio Co­
mún. En el supuesto de que la diligencia a 
practicar fuere: traslado al Procurador de 
documentos, citación al Procurador o em­
plazamiento al Procurador; habrán igual­
mente que adjuntarse, dos copias de Jos es­
critos a trasladar o de la cédula de emplaza­
miento o citación, cuyo destino será: una pa­
ra el Procurador, la otra quedará en poder 
del Servicio de Notificaciones. 

En el caso de resoluciones extensas, la co­
pia utilizada como acuse de recibo al Orga­
no Jurisdiccional que la remite, puede ser 
sustituida por su encabezamiento o prime­
ra página, sin menoscabo de que obre en el 
mismo los datos sei'lalados en la letra C) de 
éste número 3. 

C) Las copias de las referidas resolucio­
nes contendrán obligatoriamente: juzgado 
que dicta la resolución; número, afto y tipo 
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de procedimiento; diligencia a practicar; 
nombre del Procurador. así como del Letra­
do y Representado del mismo en ese asun­
to; y por último, indicación de si la resolu­
ción a notificar es o no firme y en su caso, 
los recursos que procedan. Organo ante el 
que deben interponerse y plazo para ello (ar­
tículo 248-4 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial~. 

D) El Oficial encargado del Servicio se 
encuentra facultado para rechazar aquellas 
copiaS que no se ajusten a las disposiciones 
mencionadas en estas normas. 

4. Entrega de escritos y documentos. 
A) De cada escrito y documento que se 

presente se acompaflará una copia , la que 
en prueba de recibo será sellada y devuelta 
a su portador; haciéndose constar la entra­
da de aquel y de los documentos que se 
acompai\en, en un Libro de Registro lleva­
do al efecto por orden cronológico de pre­
sentación, donde igualmente se hará cons­
tar día, hora y portador. 

8) Los escritos presentados habrán de 
hacer mención de forma clara el Organo Ju­
risdiccional a quien se dirija, pudiendo ser 
rechazado, por los funcionarios encargados 
del Servicio, aquel escrito que así no lo 
exprese. 

S. Notificación 
A) A partir de las once horas y hasta las 

trece horas de cada día en que permanezca 
abierto el Servicio Común, los Procurado­
res por si o por medio de sus Oficiales habi­
litados, recogerán las copias correspondien­
tes firmando a continuación la diligencia 
oportuna en unión del Oficial del Servicio 
Común. 

8) En el caso de que, el Procurador o su 
Oficial habilitado, no hubiese podido con­
currir a la recogida y firma de las diligen-
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cias de comunicación, la persona o perso­
nas designadas por el Colegio de Procura­
dores recogerán las copias no retiradas fir­
mando y sellando con el de dicho Colegio, 
el formato de diligencia que al efecto, y pa­
ra estos casos, se establecerá. Esta forma 
subsidiaria de notificación producirá igual­
mente p~enos efectos desde la fecha en que 
se practique. 

6. Reparto de comunkadones efectua­
das y de escritos presentados. 

A partir de las catorce horas de cada día, 
el Agente Judicial del Servicio entregará en 
la Secretaría de cada Organo Judicial las di­
ligencias que hubieran sido realizada~. A los 
efectos de acuse de recibo, las copias de és­
tas serán selladas por el Juzgado receptor. 

De igual manera se hará entrega de Jos 
escritos presentados, firmando quien Jos re­
cibiere, en el Libro de Registro seflalado en 
el punto 4. apartado a) de las presentes 
normas. 

7. A viso a Procuradores. 

. Cuand~ las diligencias a practicar no pu­
dteren realizarse en la Sala del Servicio co­
mún, por imperativo legal u otro motivo ra­
zonable se dejará aviso en ésta a áquel me­
diante tarjetas confeccionadas al efecto y que 
serán depositadas en el Servicio Común de 
nueve a diez de cada maflana. 

8. Normas complementarias. 

A) Las_ presentes normas reguladoras, se­
rán reparttdas, para su conocimiento, entre 
todos los Organos Jurisdiccionales 
afectados. 

8 ) Las normas complementarias para el 
desarrollo y correcto funcionamiento del 
Servicio Común que aquí se normaliza se­
rán dictadas por la Presidencia de la Audien­
cia Provincial de Almería comunicandose 
para su conocimiento, a todos los Organo~ 
Jurisdiccionales afectados. 



ASAMBLEA DE DECANOS 
SECRETO PROFESIONAL 

La asamblea de Decanos de Colegios de 
Abogados celebrada el d ía 12 de Julio de 
1990, facilitó eJ . siguiente comunicdo de 
prensa: 

Cuando un país como Espai'la se consti­
tuye en un estado social y democrático de 
derecho su legitimidad es total para luchar 
contra la delincuencia, pero, a su vez, esta 
lucha debe realizarse con un total respeto de 
las garantías que corresponde a los acusa­
dos. Tales garantías deben aplicarse aunque 
el delito que se persigue merezca la máxima 
repulsa de la sociedad. 

La abogacía quiere proclamar la especial 
repuganancia que le merece el narcotráfico 
y cualquier otro delito organizado, y desea 
el mayor éxito a las investigaciones que per­
miten descubrirlo y a los procedimientos pe­
nales que permitan una dura condena para 
quienes se demuestre que son realmente cul­
pables. Pero, insistimos, con escrupuloso 
respeto de las garantías de los acusados. 

En este momento, todas las leyes de pro­
cedimiento penal espai'lolas deben interpre­
tarse, como exige el anículo 10,2 de la Cons­
titución, de conformidad con los Tratados 
y Acuerdos Internacionales relativos a De­
rechos y Libertades. 

Entre esto Tratados destaca el Convenio 
de Roma de 1950 relativo a Derechos y Li­
bertades, que nos somete a la interpretación 
que del Convenio dicte el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos. Sin embargo, tene­
mos el deber de hacer públicas las deficien­
cias que observamos en nuestra normativa 
y en la aplicación que de ella hacen algunos 
juzgados. 

-El artículo 521 de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal contradice y viola en su li­
teralidad el artículo 6 del Convenio de Ro­
ma, porque mientras éste dispone que todo 
acusado tiene derecho a ser asistido por un 
defensor de su elección, el artículo 521 de 
nuestra Ley le priva de ese derecho al 
incomunicado. 

- El artículo 579 de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal permite que el juez, ante 
cualquier presunto tipo delictivo, pueda or­
denar la intervención del teléfono de un pro­
cesado por tiempo ilimitado. 

La reciente sentencia de 24 de Abril del 
Tribunal de Derechos Humanos exige que 
la libertad del juez en esta materia esté con­
dicionada por una lista de delitos a los que 
se pueda aplicar la intervención telefónica. 
Por tanto, como esa lista no existe en nues­
tro ordenamiento, quedamos fuera de las 
exigencias del Convenio y en contraste con 
los demás países de nuestro entorno que se 

han ocupado ya de confeccionar la lista de 
delitos. 

Si no se pone remedio a este defecto y 
los tribunales espai'loles siguen acordando in­
tervenciones, están corriendo el riesgo de que 
el Tribunal de Estrasburgo declare la nuli­
dad de todas las pruebas asi recogidas. 

O por Derecho positivo o por costum­
bre de todos los paises latinos, costumbre 
que, hasta ahora, ha venido practicadno Es­
pai'la, el registro de un despacho de abogdo 
debe ser presenciado por el Decano del Co­
legio o un delegado suyo. Y ello porque en 
un despacho de abogado están depositados 
documentos de muchos clientes, y el Deca­
no del Colegio debe velar para que el regis­
tro se haga exclusivamente en relación con 
la persona que se investiga. Desgraciadamen­
te, esta costumbre ha sido alterada en regis­
tros practicados últimamente en despachos 
de abogados, para cuyo registro no se avisó 
al Colegio .correspondiente. 

Lamentablemente algún juzgado se ha 
permitido interrogar de manera intimidato­
ria a un abogado defensor para intentar que 
éste explicase los consejos que había dado 
a un cliente suyo acusado. Esta actitud pre­
senta la ruptura del secreto profesional y está 
en contra de toda la tradición democrática 
de Occidente. 

La abogacía no prentende privilégios pe­
ro exige qÚe se respeten las condiciones que 
necesita para poder ejercer dignamente una 
defensa libre. La libertad del cliente para ele­
gir abogado es una libertad de la que es ti­
tular toda la ciudadanía espai'lola y cualquier 
intento de coaccionar al abogado para que 
rehuse la defensa de quien la necesite, cons­
tituye el más grave atentado imaginable con­
tra el Estado de Derecho . 

Por último, una vez más asistimos al in­
tento de confusión entre la conducta del de­
fendido y la persona del defensor. El día que 
los acusados no tuvieran a su lado un defen­
sor, la justicia habría quebrado y la liber­
tad y la seguridad jurídica de nuestros con­
ciudadanos habría dejado de existir. 

Madrid, 12 de Julio de 1990 
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COMPETENCIA PLENA EN 8. ORDEN CN/l DE 
LA AUDIENCIA PROYINCIAL DE AIJIENIA 

CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

15646 ACUERDO de 25 de Junio de 1990 
del Pleno del Consejo General del Poder Ju­
dicial, por el que se dictan normas sobre la 
asunción de competencias plenas en el or­
den jurisdiccional civil por parte de deter­
minadas Audiencias Provinciales. 

El número 3 del artículo 82 de la Ley Or­
gánica del Poder Judicial atribuye a las 
Audiencias Provinciales el conocimiento de 
los recursos que establezca la Ley contra re­
soluciones dictadas en materia civil por los 
Juzgados de Primera Instancia de la provin­
cia. Agregan de este modo las Audiencias 
Provinciales a la competencia que les otor­
gó la Ley 10/ 1968 de 20 de Junio, las atri­
buciones que hasta fechas recientes estaban 
residenciadas en las distintas Salas de lo Ci­
vil de las Audiencias Territoriales. Suprimi­
das dichas Audiencias, a raíz de la entrada 
en vigor de la Ley 38/1988 de 28 de Diciem­
bre y desaparecidas, pues, las referidas Sa­
las de lo Civil no se produjo, sin embargo 
de manera automática el desplazamiento de 
las nuevas atribuciones a las Audiencias Pro­
vinciales sino que el artículo 56 de la expre­
sada norma legal distinguió dos momentos 
temporales para la asunción plena de los re­
feridos cometidos. En efecto, su apartado 
1 determinó que las 25 Audiencias que en él 
se recogían -y que correspondía bien a 
Audiencias Provinciales que estaban radica­
das en sedes de Audiencias Territoriales y ab­
sorbieron por tanto a las desaparecidas Sa­
las de lo Civil, bien a Provinciales que alte­
raban su adscripción o dependencia 
territorial- asumirían plena competencia en 
el orden civil, a partir del mismo momento 
de la entrada en vigor de la Ley. Para las 
restantes 25 Audiencias el apartado 2 del 
mismo precepto establecía, de una pane, que 
conservarían las atribuciones que les corres­
pondía a la entrada en vigor de la Ley y, de 
otra, que en el plazo de un ai'lo, a partir de 
la vigencia de esta, el Gobierno dispondría 
lo pertinente para que todas las Audiencias 
Provinciales asuman la atribución de com­
petencias en el orden civil, situación que se 
ha mantenido así hasta el momento actual. 

En cumplimiento de lo que dispone el 
mencionado apartado 2 del articculo 56 de 
la Ley 38/ 1988 de 28 de Diciembre de De­
marcación y de Planta judicial, el Gobier­
no dictó el Real Decreo 73/ 1990 de 19 de 
Enero por el que amplia la dotación de la 
planta de Magistrados correspondiente a di­
versas Audiencias Provinciales, determina la 
constitución y composición de nuevas Sec­
ciones y sus plantillas orgánicas con el fin 
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de que pueda tener lugar, sin distorsiones pa­
ra su funcionamiento, la asunción de la com­
petencia pendiente y fina para la efectividad 
de estos aumentos el día 1 de Octubre de 
1990. 

Corresponde ahora a este Consejo con­
cretar la fecha en que habrá de tener lugar 
la plena asunción de compentencia en la ju­
risdicción civil por parte de aquellas Audien­
cias Provinciales que todavía no lo han he­
cho y adoptar las normas y prevenciones pre­
cisas para que dicha ampliación del ambito 
objetivo y de competencias de las Audien­
cias afectadas se produzca de modo ordena­
do y sin disfunciones que puedan perturbar 
el normal trámite de los procedimientos. A 
tal fin, deben tenerse en especial considera­
ción los criterios ya aprobados por el Pleno 
de este Consejo en su reunión de 18 de Ene­
ro de 1989 con motivo de la asunción de 
competencia civil plena por el primer grupo 
de Audiencias, máxime habida cuenta de que 
los resultados obtenidos de la aplicación de 
dichas normas fueron, generalmente, 
satisfactorios. 

Por todo ello, el Pleno del Consejo en 
su reunión de 18 de Abril de 1990, ha apro­
bado las siguientes reglas: 

Primera.- El día 1 de Octubre de 1990 
asumirán competencia plena en el orden ci­
vil, de conformidad con lo que establece el 
artículo 82 de la Ley Orgánica del Poder Ju­
dicial, las Audiencias Provinciales de Alme­
ría, Jaén, Málaga, Córdoba, Cádiz, Huel­
va, Huesca, Teruel, León, Palencia, Sala­
manca, Zamora, Soria, Cuenca, Ciudad 
Real, Gerona, Lérida, Tarragona, Alicante, 
Castellón de la Plana, Badajoz, Lugo, Oren­
se, Pontevedra y Alava. 

Segunda.- Los recursos que, proceden­
tes de órganos judiciales pertenecientes a las 
expresadas provincias, pendan en la citada 
fecha ante las Audiencias de Granda, Sevi­
lla, Zaragoza, Valladolid, Burgos, Albace­
te, Barcelona, Valencia, Cáceres, La Coru­
ña y Bilbao, respectivamente, se conntinua­
rán en ellas hasta su conclusión, sin que pro­
ceda su remisión a las que, en dicho momen­
to, adquieren nueva competencia. Se enten­
derá que los expresados recursos se encuen­
tran pendientes cuando el emplazamiento 
haya sido hecho ante las referidas Audien­
cias antes del día 1 de Octubre. 
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Tercera.- Los recursos civiles que se in­
terpongan contra resoluciones dictadas por 
los Juzgados de Primera Instancia pertene­
cientes en las provincias relacionadas en la 
norma primera y cuya admisión se acuerde 
antes del día 1 de Octubre serán conocidos 
por las Audiencias Provinciales radicadas en 
las poblaciones donde a la entrada en vigor 
de la Ley de Demarcación y de Planta Judi­
cial existía Sala de lo Civil de la Audiencia 
Territorial, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 56.3 de la citada norma, efec­
tuándose para ante ellas el oportuno 
emplazamiento. 

Cuarta.- lnversamente, los recursos cu­
ya admisión se acuerde con posterioridad al 
mencionado día serán conocidos por las 
Audiencias que a partir de ese momento, 
amplían su ámbito de competencia efectuan­
dose para ante ellas el oportuno 
emplazamiento. 

Quinta.- No obstante y en culaquier ca­
so, las apelaciones planteadas frente a sen­
tencias de los Juzgados de Primera Instan­
cia dictadas en materias que nunca fueron 
competencia de las Salas de lo Civil de las 
extinguidas Audiencias Territoriales habrá 
de resolverse antes y después del 1 de Octu­
bre de 1990 ante las Audiencias Provincia­
les de las provinCias en las que radiquen 
aquellos Juzgados. 

Sexta.- Los Jueces de Primera Instan­
cia velarán para que no se produzcan demo­
ras en la observancia de los plazos legales 
que rigen la fase de admisión de los recursos. 

Madrid, 25 de Junio de 1990.- El Pre­
sidente del Consejo General del Poder 
Judicial . 

HERNANDEZ GIL 

Tli/BUNAL CONSTTTIJC/ONAlllEQU/SffO DE 
HABILITAC/ON DE I.ETRADO SUBSANAC/ON 

DE 0/ti/S/ON 

La Ley 38/1980 de 8 de Julio (actuación 
de abogados en recursos sin necesidad de in­
corporarse a los colegios en que radiquen los 
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Tribunales) tiene la fmalidad de regular de 
modo más elástico y permisivo, con criterios 
de generalidad, la actuación de los aboga­
dos colegiados, permitiendo su intervención 
en los recursos, nacidos de la causa judicial 
originaria, que hayan de proseguirse por im­
perativo legal en sedes jurisdiccionales dis­
tintas a la de la demarcación de su colegio 
y se configura la habilitación prevista en esa 
Ley como requisito no estrictamente proce­
sal, sino circunstancialmente incidente en el 
orden procesal, que merece la calificación de 
falta subsanable; por tanto, en el caso, acre­
ditado que el auto recurrido, en que se de­
clara no haber lugar a la admisión del recur­
so de casación con fundamento en venir fir­
mado el escriito de formalización por abo­
gado no habilitado, fue dictado cuando ya 
constaba en los autos la habilitación cole­
gial presentada el día anterior, por la que la 
interpretación amplia y flexible que merece 
tal requisito de habilitación impone al órga­
no judicial tener por subsanado el defecto 
cometido en el momento de la formalización 
del recurso de casación y, al no haberlo acor­
dado así, el TS vulneró el derecho a la tute­
la judicial y, más concretamente, el derecho 
al acceso a los recursos legalmente estable­
cidos que se integra en dicho derecho 
fundamental. 

TC. 2• D . 177/ 89 de 30 de Octubre. 

ELECCIONES EN El G/liJPO DE AIJ()(JADOS 
JOVENES 

El pasado día 6 de Abril se celebraron 
elecciones en el Grupo de Abogados Jóve­
nes de Almería para la renovación de la to­
talidad de los cargos de la Junta Directiva 
del mismo. Los compafteros y compañeras 
que resultaron electos y que, por tanto, for­
man la nueva Junta son los siguientes: pre­
sidente, Antonio Carmona López; vicepre· 
sidente, Amparo Vizcaíno Urrutia; secreta­
ria, Esther Cabaftero Navarro; tesorera, Ma­
ría del Carmen Moneada García; vocal 1 o 

Francisco Guerrero Martinez; vocal2°, Mari 
Dolores García Salcedo; vocal 3°, Pilar So­
riano Sáncbez. 

Lo primero que salta a la vista es la com­
posición mayoritariamente femenina de es­
ta nueva Junta, lo que me parece un moti­
vo enorme de satisfacción, en cuanto demos­
trativo de que, al menos en el campo en que 
nos movemos, las cosas empiezan a cambiar 
y la mujer adquiere conciencia del papel que 
realmente le corresponde en la sociedad, al­
canzando cotas de participación activa utó­
picas en momentos anteriores. 

Como presidente de la nueva Junta, 



quiero poner de manifiesto que la totalidad 
de sus componentes, excepción hecha de 
Amparo Vizcaino, somos nuevos en la mis­
ma, si bien ya venimos trabajando en las ta­
reas del Grupo desde hace un cierto tiempo, 
concretamente desde la celebración del V 
Congreso de Abogados Jóvenes realizado en 
nuestra ciudad en Diciembre de 1988, de cu­
ya comisión organizadora formamos parte 
la mayoría de los que hoy tenemos la res­
ponsabilidad del Grupo. 

Tambien aprovecho la ocasión para ma­
nifestar que la línea de atuación de la nueva 
Junta no va a diferir en lo esencial mucho 
de la saliente, por razón de que nos senti­
mos plenamente identificados con el traba­
jo hasta ahora realizado por los compai\e­
ros y commpai\eras que formaron parte de 
ella, con los cuales hemos colaborado acti­
va y estrechamente y que nos han imbuido 
de esa conciencia reivindicativa indispensa­
ble para lograr los objetivos a los que aspi­
ramos, todo ello relacionado con la proble­
mática específica del abogado joven y de la 
Justicia en general, con muchas asignaturas 
aún pendientes (tumo de oficio, Mutualidad, 
pasantía, intrusismo, etc.). 

No vamos tampoco a dejar de olvidar 
que la abogacía no es sólo un medio para 
ganarse la vida, Le corresponde una función 
social en la defensa de Jos derechos y liber­
tades, como instrumento para lograr hacer 
factible ese ideal llamado justicia. Derechos 
y libertades que en demasiadas ocasiones no 
por estar pragmado en bonitos textos lega­
les se cumplen en la realidad cotidiana, lo 
que en su momento, si es necesario, denun­
ciaremos ante las instancias que correspon· 
dan. 

Tenemos, en definitiva, la pretensión de 
trabajar en pro de la abogacía joven, cuyos 
intereses vamos a intentar defender con to­
dos los medios a nuestro alcance y con la me­
jor arma que poseemos, nuestra juventud, 
es decir, nuestro inconformismo bien enten­
dido, nuestro espíritu de lucha. Pero para 
ello, no obstante, precisaremos de la cola­
boración de todos los compafteros que ten­
gan conciencia de los problemas del aboga-

do joven, de la abogacía en general, de la 
Administración de Justicia, y que hay que 
promover una revolución pacífica para con­
seguir que esta profesión se pueda ejercer en 
unas condiciones mínimas de dignidad, la­
bor para la cual es imprescindible la unifi­
cación de nuestras fuerzas, porque nada se­
rá posible sin esa unión. 

No quiero acabar estas Hneas sin hacer 
una mención especial al compaflero, y so­
bre todo amigo, Pepe Murcia, quien tras diez 
ai\os de estar al frente del Grupo por mu­
cho que lo intentamos no conseguimos con­
vencerle para que siguiera. y es que se me­
recía un descanso. 

EL PRESIDENTE 
Fdo. Antonio Carmona López 

DECANOS COMPONENTES DEL CONSEJO DE 
C0ll{JIOS DE ABOCADOS DE ANDAlUCIA 

• ALMERIA: lltmo. Sr. Don Ramón 
Mui\oz Sánchez. Decano del litre. Colegio 
de Abogados. Palacio de Justicia. Reina Re­
gente, 4. 04001 Almería. 
Dirección particular: Plaza de San Sebastián, 
5-5°-1 . 04003 Almería. 
Teléfonos.- Colegio: (951) 23 71 04, Fax: 
(95 1) 23 71 04. Particular: (951) 23 22 74 

• ANTEQUERA: lltmo. Sr. Don Daniel 
Cuadra Bellido. Decano del litre. Colegio de 
Abogados. Casa de Juzgados. Alameda de 
Andalucía, l . 29200 Antequera. 
Dirección particular: Infante Don Fernado, 
85. 29200 Antequera. 
Teléfonos.- Colegio (952) 84 26 84. Parti­
cular: (952) 84 22 93. 

• CADIZ: Excmo. Sr. Don Julio Ramos 
Diaz. Decano del litre. Colegio de Aboga­
dos. Palacio de Justicia. Plaza de la Cons­
titución, s/n 11006 Cádiz. 
Dirección particular: Juan Ramón Jiménez, 
l . 11006 Cádiz. 
Teléfonos.- Colegio: (956) 25 38 65 y 
23 34 58, Fax: (956) 21 JO 39. Particular: 
(956) 26 05 77 . 

• CORDOBA: lltmo. Sr. Don Rafael Es­
cribano Serrano. Decano del litre. Colegio 
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de Abogados. Palacio de Justicia. Plaza de 
la Constitución, s/n 14004 Córdoba. 
Dirección partfcular: Paseo de la Victoria, 
l. 14008 Córdoba. 
Teléfonos.- Colegio: (957) 23 14 61 y 
23 19 40, Fax: 23 19 7 1. Particular: (957) 
47 15 20, Fax: (957) 47 43 07. 

• GRANADA Excmo. Sr. Don Luis de 
Angulo Rodríguez. Decano del litre. Cole­
gio de Abogados. Plaza de Santa Ana, 5. 
18010 Granada. 
Dirección particular: Avenida de Madrid, 
1-11 ° 18012 Granada. 
Teléfonos.- Colegio: (958) 22 84 20 -
22 84 45, Fax: (958) 22 35 02. Particular: 
(958) 20 43 02 - 20 43 62. 

• HUEL V A: Iltmo.Sr. don Carlos Na­
varro Nieto. Decano del litre. Colegio de 
Abogados. Palacio de Justicia. Huelva . 
Teléfonos.- Colegio: (955) 25 28 33, Fax 
(955) 25 28 33. Particular (955) 24 89 80. 

• JAEN: lltmo . Sr. Don Eduardo Orte­
ga Anguita. Decano del litre. Colegio de 
Abogados. Palacio de Justicia. Arquitecto 
Berges, 16. 23007 Jaén. 
Dirección particular: Arquitecto Berges, 
8-3°. 23007 Jaén. 
Teléfonos.- (953) 25 50 09, Fax: 25 50 09. 
Particular: despacho, (953) 22 26 39 -
26 43 OO. Casa: (953) 22 74 OO. 

• JEREZ DE LA FRONTERA: lltmo. 
Sr. Don Ignacio Morales Lupiai\ez. Deca­
no del litre. Colegio de Abogados. Edificio 
de los Juzgados. Avda. Tomás García Figue­
ras, s/n 11407 Jerez de la Frontera. 
Dirección particular: Eguiluz, 4-6. 11402 Je­
rez de la Frontera. 
Teléfonos.- Colegio: (956) 30 90 28, Fax 
(956) 30 90 38. Particular: (956) 34 52 08. 

• LUCENA: lltmo. Sr. Don Luis Beato 
García. Decano del litre. Colegio de Abo­
gados. Palacio de Justicia, C/. San Pedro, 
sin 14900 Lucena. 
Dirección particular: PLaza Nueva, 7-1 o 

14900 Lucena (Córdoba). 
Teléfonos.- Colegio (957) 50 02 05, Fax: 
(957)50 03 44. Particular: (957)50 09 08 -
50 04 58, Fax: (957) 50 03 44. 

• MALAGA: lltmo. Sr. Don Agustín 
Moreno Cano. Decano del litre. Colegio de 
Abogados. Palacio de Justicia Miramar. Pa­
seo de Reding, s/n 29016 Málaga. 
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Dirección particular: Plaza del Carbón, 1-1° 
29015 Málaga. 
Teléfonos. - Colegio: (952) 21 99 10 -
21 99 15 - 28 30 99, Fax: (952) 22 61 35. 
Particular : (952) 21 17 43 - 22 64 34. 

• SEVILLA: Excmo. Sr. Don José An­
gel García Fernández. Decano del litre. Co­
legio de Abogados. Palacio de Justicia. Pra­
do de San Sebastián, s/n 41004 Sevilla. 
Dirección particular: Ronda de Capuchinos, 
1-2°-A. 41009 Sevilla. 
Teléfonos.- Colegio: (954) 41 75 11 -
41 70 00, Fax: (954) 41 04 18. Particular: 
(954) 36 02 76. 

CONSEJO OE COU610S OE ABOGAIJOS OE 
ANOALUCIA 

El día 21 de Julio de 1990 se reunió en 
Antequera el Consejo de Colégios de Abo­
gados de Andalucía. Se estudiaron diversas 
cuestiones relacionadas con la Abogacía an­
daluza: Escuelas de Práctica Jurídica, actua­
ción de los Juzgados de lo Penal itineran­
tes, Guía de Abogados, Normas de Hono­
rarios, Revista y especialmente el Decreto 
171/89, de 11 de Julio, de la Consejería de 
Salud y Servicios Sociales, por el que se re­
gulan las hojas de quejas y reclamaciones de 
los consumidores y sus usuarios en 
Andalucía. 

El Consejo Andaluz de Colegios de Abo­
gados entiende que dicho Decreto no es de 
aplicación a los Abogados. Dicho Consejo 
está realizando las gestiones oportunas an­
te la Junta de Andalucía para lijar con cla­
ridad su aplicación a la Abogacía. 

flEClAMEIITO OE PROCEOIMIENTO 
0/SC/PI.INAfiiO 

En los ejemplares enviados del Regla­
mento de Procedimiento Disciplinario apro­
bado por la Asamblea de Decanos el día 1 
de Diciembre de 1989, se ha advertido un 
error importante en el texto de dichos 
ejemplares. 
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El artículo 22.1 doble prescripción de fal­
tas, dice, en dicho texto, lo siguiente: 

«Las faltas muy graves prescribirán a los 
tres años, las graves a los dos años, y las le­
ves a los seis meses». 

Sim embargo, debe decir: 

«Las faltas determinantes de sanción dis­
ciplinaria corporativa prescribirán, si son le­
ves, a los tres meses; si graves, al año; y si 
son muy graves, a los dos años, de los he­
chos que las motivaron». 

BUlO N 

Se ha instalado en la entrada al Palacio 
de Justicia de Almería un buzón para depó­
sito de escritos de término. Se comunicará 
oportunamente la fe·cha en que podrá ser 
utilizado. 

TTl/BUNAJ. ECONOMICO-AOMINISTAT1VO 
flECIONAL OE ANOALUCIA 

El Tribunal Económico-Administrativo 
Regional de Andalucía, con sede en Sevilla, 
Plaza de Cuba, núm. 9-1 o, Telf. (954) 
27 83 08, ha sustituido a los Tribunales pro­
vinciales de Almería, Cádiz, Córdoba, Gra­
nada, ~uelva, Jaén, Málaga y Sevilla. 

La~ reclamaciones económico-
administrativas contra actos administrativos 
dictados por la Delegación de Hacienda, se 
presentarán en la Secretaría Delegada del 
Tribunal Económico-Administrativo Regio­
nal en la Delegación de Hacienda de Alme­
na, pode Almería, núm. 62, Telf. 23 57 85 . 

La presentación de reclamaciones se en­
tenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el ar­
ticulo 66 de la Ley de Procedimiento AD­
ministrativo de 17 de Julio de 1958. 

JOfiNAOAS SOBRE U6/$lACION SOBRE 
OERECHO OE lA COMPETENCIA. 

En Madrid, días 2 y 3 de Octubre de 
1990, Hotel Princesa Plaza. En Barcelona 
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9 y 10 Octubre de 1990, Hotel Ramada 
Renalssance. 

La Ley de defensa de la competencia. El 
proyecto de Ley de competencia desleal. As­
pectos de interés del derecho comunitario de 
la competencia. 

Información en el Colegio de Abogados 
de Almer!a. 

COLOQUIO 

Coloquio Internacional de Derecho Co­
munitario Europeo y de Euroterminología 
Jurídica comparada. 

1 al15 de Septiembre de 1990, en el Co­
legio de Europa de Brujas, Bélgica. 

CONSEJO C. ABO. OlA n OE JUNIO 

Se están preparando en el M0 de Justi­
cia el proyecto de Ley de Asistencia legal, 
que regulará la concesión de justicia gratui­
ta a los que tengan derecho a este beneficio. 

El Consejo G. ha acordado que los lau­
dos dictados por los Colegios de Abogados 
no son susceptibles de recursos ante el Con­
sejo General de Abogados. 

CfifAOA lA ACAOEMIA SEVILlANA OE 
U6/SlACION Y JUfi/SPilt/DBICIA 

Por Decreto de la Junta de Andalucía de 
27 de Febrero de 1990, se ha creado la Aca­
demia Sevillana de Legislación y Jurispru­
dencia, a petición del Colegio de Abogados 
de Sevilla, Colegio Notarial de Sevilla y Jun­
ta de la Facultad de Derecho de la Universi­
dad Hispalense. 

La Academia creada estará integrada por 
un máximo de 28 académicos Numerarios, 
6 académicos de Honor y 28 Académicos 
Correspondientes. 



SOCIEDADES 

El Ministerio de Justicia informa que 
desde el día 1 de Enero de 1990 las certifi­
caciones relativas a denominaciones de so­
ciedades mercantiles ya no serán expedidas 
por el Registro General de Sociedades (San 
Bern~do, número 62, de Madrid), sino por 
el Registro Mercantil Central, situado en la 
calle Príncipe de Vergara, número 72, de 
Madrid. 

Igualmente se comunica que la legaliza­
ción de los libros de los empresarios, a par­
tir de la indicada fecha, será llevada a cabo 
por los Registros Mercantiles de la provin­
cia en la que aquéllos se hallen domiciliados. 

CONSFJO GENERAl DE lA ABOCACIA 
ESPAÑOlA 

Se han constituido las siguientes Comi­
siones ordinarias, a las que se adscriben los 
Vicepresidentes que para cada una se 
nombren: 

23_.·1990 ·Luis Fem6ndez Fornt ndez. 
Juana stnehez Cantero. Oeeano y Manuel Oonúlez Marln. 

• COMISION DE ORDENACION 
PROFESIONAL Y COLEGIAL, coordina­
da por Luis de Angulo Rodríguez. Granada. 

• COMISION DE RELACIONES CON 
LA JUSTICIA Y TURNOS, coordinada por 
Vicente Falomir Pitarch. Castellon. 

• COMISION DE RELACIONES INS­
TITUCIONALES E INTERNACIONALES 
coordinada por Eugenio Gay Montalvo. 
Barcelona. 

• COMISION DE REGIMEN DEON­
TOLOGICO Y RECURSOS coordinada por 
Eduardo Casanueva Piñeiro. Cantabria. 

Nuestro Decano se encuentra integrado 
en la Comisión de Relación con la Justicia 
y Turnos. 

NONBiiANIENTOS 

Como consecuencia de concursos convo­
cados con fecha 19 de Abril de 1990, para 
la provisión temporal de Juzgados de Pri­
mera Lnstancia e Instrucción, han sido nom-
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brados por la Sala de Gobierno del Tribu­
nal Superior de Justicia de Andalucía como 
Jueces en régimen de provisión temporal: 

Dofla Rosa María Lomba Suárez, para 
el Juzgado de Primera Instancia e Instruc­
ción de El Ejido. 

Don Jesús Alvárez Saavedra para el Juz­
gado de Primera Instancia e Instrucción de 
Purchena. 

Don Francisco Sanjuán del Real, para el 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 2 de Vera. 

Los nombramientos durarán una anua­
lidad a partir de la fecha de posesión de los 
nombrados, con posible prórroga por otro 
afio. 

7-S-1990 . Rafael Martínez Saldana , Consuelo Ma¡dalena Rubio 
Pérez. Oecano y Maria Jos~ TrinAn Gil. 
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4-6-1990. Pedro Avila Oarda, Jesús Puertas Lópu, 
Decano y Concepción Vizcaíno Martinez. 
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9-7-1990. Esther Jiménu Nutlez, José M anuo! Morales 
Vázquez, Decano y Adela Maria Valles Calalrava. 
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ADMINISTRACION DE JUSTICIA 
RESGUARDO DE INGRESO Y COMO DEBE CUMPLIMENTARSE 

LA CASILLA «NUMERO DE PROCEDIM IENTO» 

Letra J.- Número de cuenta del Juzgado. 
Letra P.- Aunque únicamente haya tres casillas, hay que poner cuatro ceros. 
Letra C.- Código establecido para el procedimiento. 
Letra E . ...!. Número del expediente. 
Letra A.- Afio de expediente. 
Letra K.- Dejar en blanco. 

~BANCO BILBAO VIZCAYA 
-~ Otldn& rtotp10fo: Clave RESGUARDO DE INGRESO 

MINISTERIO 
DI 

JU!TIOA 

FECHAIIII I 11911 
A rellenar por el B.B.V. 

En la Cia. de OEPOSITOS Y CONSIGNACIONES JUDICIALES del: 

1
-0ol-- 1 coa. ... ~ 
11 11111 111111111 .._ __ ___, 

JJJJPPPCCEEEEAAK 

~-·-_-... _ ...... -..._ .. lngl ... ----~IIOo<nlcllo 
O.HI/ N lf ' .. 
NUMERO DE REGISTRO ¡--
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RE C 1 

DE lA ACTUACION (Seaoy 

POI.IClAl 

1 
1 1 

Pesetás : 

' 

NUm.fo dt Of'dtn 

CUENTAS DE DEPOSITOS Y CONSIGNACIONES 
Instrucción 30-11-89 Subsecretaría Ministerio de Justicia 

B I IIOS : 

- OICino) 

Mod. 5262 

Número de cuentas de consignaciones de la Audiencia Provincial, Juzgados de Primera instancia e Instrucción, Juzgado de Guardia, 
Juzgados de lo Penal y Juzgados de lo Social. 
CAPITAL 
Audiencia Provincial ..................................... .. ........................................ ............................................................ 0222 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. UNO ............................................................................................. 0223 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. DOS .............................................................................................. 0224 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. TRES ............................................................................................ 0225 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. CUATRO ....................................................................................... 0226 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. CINCO .......................................................................................... 0233 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. SEIS ............................................................................................. 0234 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. SIETE ........................................................................................... 0235 
Juzgado de Guardia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 8016 
Juzgado de lo Penal núm. UNO ................ ..... ... ... ....... .. ...................................................................... .................. 0236 
Juzgado de lo Penal núm. DOS ........................................................................................................... . ................ 0237 
Juzgado de lo Social núm. UNO ................................................................................................ .......... ..... .... ........ 0231 
Juzgado de lo Social núm. DOS ..................... ........ ........................................................................ .. .... .. .. .. ........... 0232 
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- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. UNO de Berja. 
n° C/ . 870.052/ 271 Banco Espai\ol de Crédito, sucursal de Berja. 

- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. DOS de Berja . 
n° C/ . 870.0531271 Banco Espai'lol de Crédito, sucursal de Berja. 

- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. UNO de Huercal-Overa. 
n° Cl . 870.0531271 Banco Espai'lol de Crédito, ~ucursal de Huercal-Overa. 

- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm DOS de Huercal-Overa. 
n° C/ . 6.351 Banco de Murcia, sucursal de Huercal-Overa. 
- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. UNO de Vera . 
no C/ . 870.0221271 Banco Espanol de Crédito, sucursal de Vera. 

- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm DOS de Vera. 
n° Cl . 870.037/ 271 Banco Espanol de Crédito, sucursal de Vera. 

- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Velez-Rubio. 
n° Cl . 2.097-60 Banco Central, Sucursal de Vélez-Rubio. 

- Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Purchena. 
n° Cl . 720.30.709-6 Cajalmería, sucursal de Purchena. 

-Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Roquetas de Mar. 
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n° C/ . 025: B..l co de Bilbao-Vizcaya, sucursal de Roquetas formada por 16 dígitos, al igual que las cuentas de los Juzgados de la capital. 

- J zgado de Primera Instancia e Instrucción de El Ejido. 
n° C/ . 0250 Banco de Bilbao-Vizcaya, sucursal de El Ejido. Formada por 16 dígitos, al igual que las cuentas de los Juzgados de la capital. 

10 Asuntos civiles indeterminados 
11 Exhortos civiles · 
12 Apelacions civiles 
13 Juicios Verbales 
14 Juicios de Cognición 
15 Declarativos menor cuantía 
16 Declarativos mayor cuantía 
17 Ejecutivos 
18 Procedimiento sumario hipotecario 
19 Procesos del artículo 41 de la Ley 

Hipotecaria 
20 Arrendamientos Urbanos. Procedimien­

to Ordinariao . 
21 Arrendamientos Urbanos. Procedimien-

to Especial 
22 Desahucios 
23 Apelaciones Desahucios 
24 Otros procedimientos Ley de Arrenda­

mientos Urbanos. 
25 Arrendamientos rústicos. Procedimien­

to ordinario 
26 Arrendamientos rústicos. Legislación 

especial 
27 Otros en materia de arrendamientos 
28 Impugnaciones de acuerdos en materia 

de propiedad horizontal 
29 Otros procedimientos de propiedad 

horizontal 
30 Medidas provisionales 
31 Juicios de alimentos 
32 Separaciones 
33 Divorcios 
34 Nulidades 
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35 Porcedirñientos de modificación del con-
venio de medidas judiciales 

36 Paternidad 
37 Menores 
38 Registros Civiles 
39 Otros del derecho matrimonial y de 

familia 
40 Declaración de herederos ab-intestato 
41 Juicios de testamento ab-intestato 
42 Otros en materia sucesoria 
43 Interdictos posesorios 
44 Interdictos de obra nueva 
45 Interdictos de obra ruinosa 
46 Retractos 
47 Consignación rentas jurisdicción 

voluntaria 
48 
49 otros expedientes de jurisdiccion 

voluntaria 
50 Quita - Esperas 
51 Suspensión de pagos 
52 Concurso de acreedores 
53 Quiebras. 
54 Otros de materia concursa! 
55 Asuntos incoados en los tribunales ma­

rítimos permanentes 
56 Recursos ante el Tribunal Marítimo 

Central 
57 
58 
59 Otros ausuntos de la Jurisdicción de 

Marina 
60 Reclamaciones laborales de cantidad 

61 Reclamaciones por despido 
62 Reclamaciones de la Seguridad Social 
63 Procedimientos de conflictos colectivos 
64 Ejecución de Sentencias laborales 
65 Recursos laborales ·de suplicación 
66 Recursos de casación laborales 
67 Expedientes laborales de consignación 
68 
69 Otros en materia laboral 
70 Asuntos penales indeterminados 
71 Diligencias penales previas 
72 Diligencias preparatorias 
73 Procedimiento especial Ley 10/80 
74 Procedimiento Abreviado 
75 Sumarios 
76 Juicios de Faltas 
77 Apelaciones de J uicios de Faltas 
78 Ejecutorias penales 
79 Exhortos penales y comisiones rogatorias 
80 Recursos de casación 
81 Recursos de queja 
82 Recursos de revisión 
83 Recursos de reforma 
84 Recursos de reforma 
85 Recursos contencioso administrativos 
86 Recursos de amparo 
87 Recursos de inconstitucionalidad 
88 Asuntos de la jurisdicción militar 
89 Otros recursos 
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JURISPRUDENCIA 
¿TENEMOS LOS ABOGADOS DERECHO A LA HUELGA? 

A estas alturas de los tiempos y del régi­
men democrático reinante en España, se di­
ría que nos ha tocado la china a los Aboga­
dos y que se nos ha convertido, Diccionario 
en mano, en esclavos o e.n sier\los de la gle­
ba, que tanto vale decir como del Estado ... 
o del Gobierno de turno, pues no en balde, 
según el Diccionario de la Real Academia 
Espaflola de la Lengua, «esclavo» es el 
«hombre o la mujer que por estar bajo el do­
minio de otro carece de libertad», y, «sier­
vo de la gleba», el «esclavo afecto a una he­
redad y que no se desJjgaba de eUa al cam­
biar de dueño». 

Y dirigido este Boletín a los profesiona­
les del Derecho, a ninguno le será difícil ima­
ginar a qué heredad me refiero ni quien -o 
qué- es el «Otro». 

Como a ninguno se le escapará que el 
Abogado, aisladamente considerado, puede 
hacer caridad o beneficencia, si quiere, pe­
ro que la Abogacía no puede ser obligada 
a actuar por caridad ni ser conceptuada co­
mo una Organización benéfica, aunque -
es obvio- rsulte altamente beneficiosa. Y 
que la prestación de la asistencia Letrada y 
el beneficio de la Justicia gratuita son dere­
chos fundamentales del ciudadano, consa­
grados por la Constitución española (Arts. 
17.3 y 119). Derechos para el ciudadano y, 
consiguientemente, obligación para la Abo­
gacía. Pro obligación retribuida, pues el ar­
tículo 35 de la misma Constitución consa­
gra expresamente que al deber del trabajo 
se liga el derecho a «una remuneración su­
ficiente para satisfacer sus necesidades y las 
de su familia». Y el Turno de oficio no está 
retribuido de manera no ya suficiente, sino 
ni siquiera digna para la alta misión que a 
la Abogacía toca en la sociedad democráti­
ca. De ahí que no quepa hablar, siquiera, de 
una «expropiación» por parte del Estado -
más exacto sería decir del Gobierno-, pues 
falta el justiprecio. Hay, pues, que hablar 
de requisa. Así de claro y de sencillo. 

En este contexto, con fecha 15 de No­
viembre de 1989, la Junta General delCo­
legio, harta ya de una situación insostenible, 
adoptó el acuerdo de suspender -pero fi-

S.T.C. 8 de Abril de 1981 

jando unos servicios mínimos- el turno de 
Oficio y asistencia de Letrado al detenido. 

En concreto, el acuerdo de la Junta fijó 
los siguientes servicios mínimos durante el 
tiempo de «suspensión»: a) TURNOS CIVI­
LES, únicamente se atenderán o se turna­
rán en aquellos supuestos en los que pudie­
ra apreciarse prescripción de acciones; b) 
TURNOS PENALES, solamente se inter­
vendrá o se turnará en aquellos casos en los 
que baya preso; e) TURNO DE ASISTEN­
CIA A DETENIDOS se atenderá durante 
tres horas al día, por un solo Abogado, en 
cada uno de los Partidos Judiciales, de 13 
a 14,30.horas para el Juzgado y de 15,30 ho­
ras a 17 horas para los centros de 
detención ... » 

El citado acuerdo fue recurrido por el 
Ministerio Fiscal ante la Sala de lo Conten­
cioso Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía, por el procedi­
miento especial de la Ley 62/1978, de Pro­
tección Jurisdiccional de los Derechos Fun­
damentales de la Persona. Y hay que decir, 
incidentalmente, que, en dicho recurso, el 
Ministerio Fiscal actuó, simultáneamente, 
como actor, recurrente y demandante, a la 
vez que asumía el papel de defensor de la Ley 
y asesor del Tribunal, colisión de la que es 
fácil concluir que el Ministerio Públio no es­
tá legitimado para interponer tal tipo de re­
cursos, dado, además, que la legitimación 
para impugnar los actos y acuerdos de los 
Colegios profesionales corresponde al Abo­
gado del Estado por disposición del articu­
lo 8.1 y 2 de la Ley 2/74 de 13 de Febrero, 
de Colegios Profesionales, y del artículo 34 
de la Ley Jurisdiccional. 

Por Auto de 30 de Enero de 1990, la Sa­
la suspendió el citado acuerdo. Y, con fe­
cha 23 de Abril, dictó Sentencia por la que, 
sin entrar en el fondo , declara la inadmisi­
bilidad del recurso al estimar la «causa de 
inadmisibilidad por extemporaneidad». 

La Junta General Extraordinaria delCo­
legio, en sesión de 22 de Mayo, tomó cono­
cimiento de la citada sentencia del T.S.J.A. , 
en el sentido de que «en consecuencia, se está 
al efecto que dicha sentencia produce en de-
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recho, esto es, que por sí misma deja sin 
efecto el Auto de Suspensión de fecha 30 de 
Enero de 1990, dictado por la referida Sa­
la, y el acuerdo adoptado por este Colegio 
en fecha 15 de Noviembre de 1989 deja de 
estar en situación de suspensión a partir de 
hoy», lo que conllevaba volver a la situación 
de 15 de Noviembre de 1990. 

Pero si esto es así por lo que respecta a 
la Abogacía, tampoco bajan mansas las 
aguas en el río de la Judicatura, como lo 
prueba que, el JO de Julio de 1990, la junta 
de Jueces de Primera instancia de Madrid 
acordase no tramitar, a partir de Octubre de 
este año, los asuntos que superen el módu­
lo máximo de trabajo (mil procedimientos 
por Juzgado) fijado por el Consejo Gene­
ral del Poder Judicial. Acuerdo que fue pre­
sentado ante los medios de Comunicación 
por el Decano de los Jueces de Madrid, 
quien criticó la falta de previsión de la Ley 
de Planta y la incapacidad de adoptar solu­
ciones por parte del Ministerio de Justicia, 
y sugirió que los Abogados y Procuradores 
«contengan la demanda de Justicia para ha· 
cer un paréntesis de espera, una tregua pa­
ra que las cosas se normalicen un poco», 
afladiendo que no se trata de un plante, por­
que los jueces están trabajando y lo hacen 
intensamente, sino de una tregua. 

Un croupier lo habría resumido dicien­
do «no va más», pues no otra cosa es lo que 
han dicho los Jueces madrileños. Y, sobre 
esa base, hay que preguntarse qué es lo que 
dijimos respecto del problema de los «Tur­
nos» los Abogados almerienses. Y la res­
puesta es muy parecida a la de los Jueces: 
«no aguantamos más», lo que no implica 
que -técnicamente- nos declarásemos en 
huelga, ni que hubiese plante ni que dejáse­
mos de trabajar, pues con los servicios mí­
nimos se garantizaban -y se garantizan­
los derechos fundamentales que la Consti­
tución consagra. La diferencia básica entre 
una y otra postura es que los Jueces no quie­
ren -porque no pueden- trabajar más y 
que la Abogacía no quiere -porque no 
puede- trabajar grátis a la fuerza. 
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Pero ese acuerdo, -el de los Abogados 
almerienses- como expuse al principio, fue 
recurrido por el Ministerio Fiscal -lo que 
no consta que haya efectuado respecto del 
acuerdo de los Jueces de Madrid- y, al no 
entrar el Tribunal Superior de Juslicia de 
Andalucía en el fondo del asunto, seguimos 
sin saber si los Abogados tenemos, o no, de­
recho a la huelga, o al «plante», o a la «tre­
gua» ... O, simplemente, a adoptar determi­
nadas medidas de presión para lograr la con­
sagración y el reconocimiento de la dignidad 
institucional que la Abogacía requiere. 

¿Tenenos ese derecho? lo lienen los Jue­
ces, -expuesto queda-, lo tienen los mé­
dicos, lo tienen los controladores aéreos, lo 
tienen ... ¿Sólo los Abogados somos impres­
cindibles ... o esclavos? 

La respuesta puede dárnosla la Senten­
cia T .C. de 8 de Abril de 1981, que estudia 
la constitucionalidad del Real Decreto-Ley 
17/ 1977, a la que se contrae este comenta­
rio, y que ha servido de base a las alegacio­
nes presentadas por nuestro Colegio en su 
contestación a la demanda. 

Centrémonos, pues, en los FUNDA­
MENTOS JURIDICOS de dicha sentencia. 

Y sobre la base del F.J . 14° - los dere­
chos constitucionales son irrenunciables­
analicemos los restantes, que vienen a con­
formar cuatro grandes apartados: 

LA HUELGA COMO DERECHO 
FUNDAMENTAL 

9°) El artículo 28, apartado 2° de la 
C.E., al decir que «Se reconoce el derecho 
de huelga de los trabajadores para la defen­
sa de sus intereses», introduce en el ordena­
miento jurídico espaftol una importante no­
vedad: la proclamación de la huelga como 
derecho subjetivo y como derecho de carác­
ter fundamental... la libertad de huelga sig­
nifica el levantamiento de las específicas pro­
hibiciones, pero significa también que, en un 
sistema de libertad de huelga, el Estado per­
manece neutral. 

Además de ser un derecho subjetivo la 
huelga se consagra como un derecho cons­
titucional, lo que es coherente con la idea del 
Estado social y democrático de Derecho es­
tablecido por el artículo 1.1 de la C. E., que, 
entre otras significaciones, tiene la de legi­
timar medios de defensa a los intereses de 
grupos y estratos de la población socialmente 
dependientes, y entre los que se cuenta el de 
otorgar reconocimiento constitucional a un 
instrumenteo de presión que la experiencia 
secular ha mostrado ser necesario para la 
afirmación de los intereses de los trabajado­
res en los conflictos socioeconómicos, con­
flictos que el Estado social no puede excluir. 
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CONCEPTO DE HUELGA 

Venimos dando por sentado el concep­
to de huelga, y es forzoso plantearse si el ac­
to llevado a cabo por la Junta General del 
Ilustre Colegio de Abogados de Almería es 
técnicamente, en puridad, una huelga, aun­
que sea evidente, para mí, que no lo es (pues 
faltan, al menos, todos los requisitos forma­
les) sino una medida de presión . 

Analicemos, pues, este extremo, sobre la 
base de la referida sentencia. 

10°) El artículo 28 proclama el derecho 
de huelga como derecho de carácter funda­
mental, pero no lo define ni lo describe, de­
jando esta materia a las concepciones exis­
tentes en la comunidad y a las inherentes al 
ordenamiento jurídico. tampoco en el Real 
Decreto-ley 17/ 1977 la definición se 
comprende. 

Así planteado el tema, la cuestión que a 
nosotros se nos plantea consiste en averiguar 
si es o no conforme con la C.E. la reduc­
ción que opera el artículo 7.1 del Real 
Decreto-ley 17/ 1977 al preceptuar que el 
ejercicio del derecho de huelga habrá de rea­
lizarse precisamente mediante la cesación de 
los senicios, y al considerar como actos ili­
citos o abusivos las huelgas de celo o regla­
mento y las formas de alteración colectiva 
del régimeD"de trabajo distintas de la huelga. 

... el contenido esencial del derecho de 
huelga consiste en una cesación del traba­
jo, en cualquiera de las manifestaciones o 
modalidades que puede revestir. 

16°) Como dice el artículo 28 de la Cons­
titución, la huelga es un instrumento de de­
fensa de intereses. tiene por objeto abrir una 
negociación, forzarla si se quiere y llegar a 
un compromiso o pacto. 

21 °) ... Cuando el artículo 28 habla de 
huelga de trabajadores, lo hace para excluir 
de la protección constitucional las huelgas 
de otro tipo de personas, como son peque­
ftos empresarios, trabajadores autónomos y 
otros similares, más ... el hecho mismo de la 
huelga sindical obliga a reconocer la huelga 
convocada por un sindicato en defensa de 
las reivindicaciones que el sindicato consi­
dere como decisivas en un momento dado. 

LIMITES Y GARANTIAS 

9°) Ningún derecho constitucional, sin 
embargo, es un derecho ilimitado. Como to­
dos, el de huelga ha de tener los suyos, que 
derivan, como más arriba se dijo, no sólo 
de su posible conexión con otros derechos 
constitucionales, sino también con otros bie-
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nes constitucionalmente protegidos. Puede 
el legislador introducir limitaciones o con­
diciones de ejercicio del derecho siempre que 
con ello no rebase su contenido esencial. 

10°) ... El artículo 7.2 respecto de las lla­
madas huelgas rotatorias, huelgas de seni­
cios estratégicos y huelgas de celo o regla­
mento (son consideradas abusivas). Antes de 
nada convendrá hacer una observación pa­
ra desvanecer algunos de los equívocos que 
al respecto se pueden producir. Estas huel­
gas no se encuentran comprendidas en la 
enumeración que el artículo 11 hace de las 
huelgas Ilegales. El artículo 7.2 se limita a 
decir que «se considerarán actos ilícitos o 
abusivos». la expresión textual del legisla­
dor deja en claro que lo que en el precepto 
hay es una presunción «iuris tantum» de 
abuso del derecho de huelga. Esto significa 
que quien pretenda extraer las consecuencias 
de la ilicitud o del carácter abusivo podrá 
ampararse en la presunción, pero significa 
también que la presunción, como todas las 
de este tipo, admite la prueba en contrario. 
Por consiguiente, los huelguistas que utili­
zaren tal modalidad o tipo podrán probar 
que en su caso la utilización no fue abusiva. 

18°) El artículo 28 de la Constitución es 
muy claro en el sentido de que la ley ha de 
establecer las garantfas precisas para aseau­
rar en caso de huelga el mantenimiento de 
los seniclos esenciales de la comunidad, (lo 
que) significa que el derecho de los trabaja­
dores de defender sus intereses mediante la 
utilización de un instrumento de presión en 
el proceso de producción de bienes o servi­
cios cede cuando con ello se ocasiona o se 
puede ocasionar un mal más grave que el que 
los huelguistas experimentarían si su reivin­
dicación o pretensión no tuviera éxito ... la 
huelga no puede imponer el sacrificio de los 
intereses de los destinatarios de los servicios 
esenciales. El derecho de la comunidad a es­
tas prestaciones vitales es prioritaria respecto 
del derecho a la huelga. 

El artículo JO, párrafo 2°, del Real 
Decreto-ley 171 1977 dispone que cuando la 
huelga se declare en empresas encargadas de 
la prestación de cualquier género de servi­
cios públicos o de reconocida e inaplazable 
necesidad y concurran circunstancias de es­
pecial gravedad, la autoridad gubernativa 
podrá acordar las medidas necesarias para 
asegurar el funcionamiento de los senicios 
(siempre que esas medidas no) vacíen de con­
tenido el derecho de huelga o rebasen la idea 
de contenido esencial. 

19) Así como la potestad que a la auto­
ridad gubernativa se atribuye para adoptar 
las medidas necesarias de garantía de los ser­
vicios esenciales de la comunidad, encuen­
tra su fundamento en el artículo 28 de la 
Constitución, siempre que las correspon­
dientes decisiones queden sujetas al control 



de los tribunales de justicia y el de este Tri­
bunal mediante el oportuno recurso de am­
paro, no ocurre lo mismo con la extraordi­
naria potestad que el Real Decreto-ley im­
pugnando otorga al Gobierno para imponer 
la reanudación del trabajo. 

¡ !IM llii: !tDW 

¿PUEDE EJERCITARSE LA HUELGA 
FRENTE AL ESTADO? 

La cuestión a resolver es, pues, si el Es­
tado es patrono. 

12) El texto del artículo 28 -derecho de 
los trabajadores para la defensa de sus 
intereses- pone en muy clara conexión la 
consagración constitucional y la idea de con­
secución de igualdad económica y social. La 
conclusión que de ello se extrae es que no 
nos encontramos ante el fenómeno de huel­
ga protegido por el artículo 28 de la Consti­
tuchí cuando se producen perturbaciones en 
la producción de bienes y de servicios o en 
el normal funcionamiento de estos últimos 
que se introducen con el fin de presionar so­
bre la Administración Pública o sobre los ór­
ganos del Estado para conseguir que se 
adopten medidas gubernativas o que se in­
troduzca una nueva normativa más favora ­
ble para los intereses de una categoría (por 
ejemplo, de empresarios, de concesionarios 
de servicios, etc.). 

... El derecho constitucional de huelga 
se concede para que sus titulares puedan des­
ligarse temporalmente de sus obligaciones 
jurídico-contractuales. Aquí radica una muy 
importante diferencia que separa la huelga 
constitucionalmente protegida por el artículo 
28 y lo que en algún momento se ha podido 
llamar huelga de trabajadores independien­
tes, de autopatronos o de profesionales, que, 
aunque en un sentido amplio sean trabaja­
dores, no son trabajadores por cuenta aje­
na ligados por un contrato de trabajo retri­
buido. La cesación en la actividad de este ti­
po de personas, si la actividad empresarial 
o profesional es libre, se podrá realizar sin 
necesidad de que ninguna norma les conce­
da ningún derecho, aunque sin perjuicio de 
las consecuencias que haya que arrastrar por 
las perturbaciones que se introduzcan. Es 
claro que si ... se trata de actividades de in­
terés público sometidas a un régimen 
jurídico-administrativo especial, la actividad 
de cesación puede determinar que se estén 
violando las exigencias de la concesión o del 
régimen jurídico-administrativo de que se 
trate. 

13) El eventual derecho de huelga de los 
funcionarios públicos no está regulado -
y, por consiguiente tampoco prohibido­
por el Real Decreto-ley 171 1977 ... Si no hay 

regulación - y tampoco prohibición- mal 
puede hablarse de inconstitucionalidad. 

25) Tras la promulgación del artículo 28 
de la C.E .... no es discutible que el perso­
nal sometido a relaciones laborales ligado en 
virtud de ellas con una empresa pública o 
con la Administración ostenta el derecho de 
huelga ... sin perjuicio de que en casos con­
cretos pueda entenderse que los servicios que 
presta ese personal son serviciOi esenciales, 
de manera que, en tales casos, el derecho de 
huelga puede quedar limitado en virtud de 
las medidas de intervención requeridas pa­
ra su mantenimiento. 

La conclusión, pues, es elemental: los 
Abogados, en cuanto que trabajadores in­
dependientes, autopatronos o profesionales, 
aunque en sentido est ricto seamos trabaja­
dores, no somos trabajadores por cuenta aje­
na ligados por un contrato de trabajo retri­

"buido y, en consecuencia, no caemos en la 
órbita del artículo 28 C.E., pero, si la acti­
vidad empresarial o profesional es libre, po­
demos cesar en nuestra actividad sin necesi­
dad de que ninguna norma nos conceda nin­
gún derecho. 

Pero, como la actividad de los Turnos 
de Oficio no es libre, ¿qué somos, entonces, 
los Abogados: forzosos arrendatarios de ser­
vicios? Y, en este caso, ¿quien es el arren­
dador: el Estado o el Gobiero de turno, que 
presta .gratis - prácticamente- un servicio 
al que el ciudadano tiene derecho constitu­
cional? 

Es evidente que la relación es, por ana­
logía similar a la de los trabajadores por 
cuenta ajena al servicio del Estado; que so­
mos un grupo socialmente dependiente. 

Y, en ese orden de cosas. la Sentencia 
sienta la doctrina clarísima de que el dere­
cho de huelga es un derecho constitucional 
básico que el Tribunal Constitucional, en el 
Fundamento 13 de la sentencia comentada, 
reconoce incluso a los Funcionarios, pues si 
el Real Decreto 1711977 no regula tal dere­
cho funcionarial, tampoco lo proh1be. Y por 
ahí debe conducirse el derecho de los Abo: 
gados, pues el hecho de que no esté regula­
da no supone que esté prohibida en nasla­
ción del derecho funcionarial de huelga rei­
teradamente reconocido por el Tribunal Su­
premo desde su Sentencia de 22 de Mayo de 
1982 (Art. 2.984) hasta el momento ac!Ual, 
y cuya reiteradísima doctrina jurisprudencia! 
es innecesrio citar por conocida. 

En apoyo de esta tesis cabe hacer el si­
guiente planteamiento, siguiendo el dictamen 
del profesor Roca: 

A) En primer lugar, la Constitución re­
conoce el ((derecho a la huelga de los traba­
jadores para la defensa de sus intereses», y 
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no hay interés más claro ni directo para un 
Abogado que la adecuada compensación de 
su trabajo profesional, en cuanto que el tra­
bajo es un derecho y debe ir unido a la libre 
elección de profesión, y a percibir, como dice 
el artículo 35 de la Constitución, «una re­
muneración suficiente para satisfacer sus ne­
cesidades y las de su familia». Por tanto, 
pues, la defensa de la retribución justa es un 
derecho constitucional de los Abogados, ya 
se trate del ejercicio libre de la profesión ya 
de las actuaciones en turno de Oficio oasis­
tencia Letrada al detenido o preso, de la que 
sólo podría privársenos mediante indemni­
zación como supuesto especifico amparado 
en al art. 1 ° de la Ley de Expropiación For­
zosa, y que conecta con la privación de de­
rechos a que se refiere el artículo 33.3 del 
Constitución. Lo cual nos llevaría, por re­
ducción al absurdo, a que a los Abogados 
se nos condenase, perpetuamente, a traba­
jos forzosos . 

8) En seguno lugar, el supuesto que con­
templamos implica la existencia de unos lí­
mites en virtud de los cuales los derechos 
fundamentales regulados en el artículo 17.3 
en relación con el28 .2 de la Constitución se 
compaginen de tal manera que se respeten 
los mismos: asistencia letrada de una parte, 
e instrumentos de presión por parte de los 
Abogados, de otra, a cuyo efecto, sin me­
noscabo de los intereses sociales, se respete 
el ejercicio del derecho de los profesionales 
a manifestar su disconformidad con las mis­
mas subvenciones que la Administración del 
Estado viene destinando en las Leyes de Pre­
supuestos Generales del Estado y que no lle­
gan a cubrir los más elementales niveles de 
compensación al esfuerzo y entrega que de­
manda el ejercico profesional que se inten­
ta subvencionar, y que ha dado lugar a múl­
tiples y reiteradas protestas tanto de los Co­
legios de Abogados como de su Consejo 
General. 

Y eso es lo que hizo el Colegio de Al me­
ría: regular los niveles mínimos de presta­
ción profesional para proporcionar la tute­
la reconocida por el art. 17.3 de la constitu­
ción, sin perjuicio del impacto social que tal 
actuación genere y en que se fundamenta 
precisamente su eficacia, pese a que se de­
sagrade a la Administrción Pública o a sus 
representantes, mientras que no se acredite 
de manera fehaciente que no se produce la 
atención mínima de los derechos tutelados 
por el art. 17.3 de la Constitución, si bien 
la cali fidcación de la esencialidad ha de de­
terminarse puntalmente, como lo ha hecho 
el Tribunal Supremo en casos concretos: 
Transporte ferroviario, Sentencias 11-7-80 
y 24-8-80; Electricidad, Sentencia 31-3-82; 
Metro de Madrid, Sentencias 24-9-80 y 
24-10-80, etc., sin olvidar que el mismo T.C. 
se refiere a la regla de la proporcionalidad 
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de los sacrificios, referidos tanto a los sacri­
ficios que han de sufrir los huelguistas co­
mo a los que han de ser soportados por los 
usuarios, pues si una huelga no lleva consi­
go la existencia de un instrumento de pre­
sión carece la misma en absoluto de senti­
do, como dice la sentencia del Tribunal 
Constitucioal de 24 de Abril de 1986 y rei­
tera la del Tribunal Supremo de 12 de Sep­
tiembre de 1989. 

En todo caso, hay que entender que las 
medidas de presión adoptadas y el funcio­
namiento de los servicios esenciales se en­
cuentran dentro de los límites que contem­
pla el art. 28.2 de la Constitución, pues de­
be estimarse racionalmente que son los ne­
cesarios para que la comunidad reciba las 
prestaciones esenciales, como ha declarado 
el Tribunal Supremo en sus recientes Sen­
tencias de 19 de Enero de 1988, 12 de Mayo 
de 1988 y 13 de Febrero de 1989 (Sala 5 •). 
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Y queda, sólo, hacer tres precisiones de 
importancia: 

La primera, que aunque el acuerdo de la 
Junta General del colegio de Abogados de 
Almería no fue, jurídicamente, una huelga, 
-y jamás se definió así- sí puede ser am­
parado a tenor de la sentencia comentada. 

La segunda, la igualdad de rango cons­
titucional de los artículos 17.3 (asistencia le­
trada), 24 (tutela judicial efectiva) y·28 (de­
recho a la huelga), todos ellos de la Consti­
tución, por lo que, gan~ntizados con los ser­
vicios mínimos acordados los derechos re­
gulados en los dos primeros artículos, no 
puede, en aras de proteger tales derechos­
se insiste, cubiertos por los servicios 
mínimos- , privar a la Abogacía del que 
constitucionalmente le corresponde, de igual 
rango que los primeros: el derecho a la huel­
ga, pues, de actuar así, se estaría -en frase 
castiza- desnudando un santo para vestir 
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otro, ya vestido, con lo que sólo se conse­
guiría dejar despojado absolutamente de su 
derecho a quien lo tiene reconocido consti­
tucionalmente -la Abogacía- por lo que 
se violentarían los derechos fundamentales 
de los artículos 14 y 24, así como lo dispuesto 
en el artículo 53. 

La tercera, que es la propia Administra­
ción quien, prevaliéndose de . .su carácter y 
a través de un órgano de la misma, preten­
de privar, cuasi coactivamente, de sus dere­
chos constitucionales nada menos que al co­
lectivo que día a día aboga por la defensa 
de la legalidad y de la Justicia en España: 
la Abogacía, a la que quiere privársele de 
uno de sus más sagrados derechos, y con­
vertirla en un órgano más de la Administra­
ción, al servicio -prácticamente gratis- del 
Gobierno de turno. 

Y no, claro. 
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DISCREPANCIAS LEGISLATIVAS EN TORNO A 
LAS COOPERATIVAS DE CREDITO 

El ritmo vertiginoso que viene emplean­
do el legislador al elaborar la normativa -:­
cuantiosa en sus contenidos- del más diver­
so rango, redunda, en ocasiones, en detri­
mento de su calidad, así como en descone­
xión lamentable en la cumbre de las diver­
sas ramas de la Admnistración Pública. 

Esta falta de coordinación, en los supues­
tos en que acaece, hace que una materia tra­
tada desde diversos ángulos o vertientes, pre­
sente regulaciones dispares -y aun cuasi 
contradictorias- en algunos puntos comu­
nes abordados. 

Y, cuando la discrepancia, por pequeña 
que sea, afecta no solo a un aspecto teórico 
de filosofía o conceptos, sino a medidas o 
requisitos formales a exigir al ciudadano al 
instrumentar sus facultades derechos o ins­
tituciones -en suma, su mundo jurídico­
en que se desenvuelve, áquel sufre conse­
cuencias deplorables, al quedar un tanto ma­
niatado y desasistido. 

Tras este preámbulo o, confirmando el 
preámbulo, voy a referirme, entre otras, a 
la ley 13/89 de 26 de Mayo sobre Coopera­
tivas de Crédito, a la ley 3/87 de 2 de Abril 
ó Ley general de Cooperativas, y al Real De­
creto 1.597/89 de 29 de Diciembre por el que 
se aprueba el Reglamento del Registro 
Mercantil. 

Es notorio que existen en nuestro país 
muchas Cooperativas de Crédito, con ma­
yor o menor antiguedad, que se han ido so-

metiendo y adaptando a la legislación en vi­
gor, en el decurso de su vida y actividades 
jurídicas. 

Veamos la problemática que se les crea 
con estas -y alguna otra- modernas leyes. 

EL DERECHO DE VOTO 

El artículo 47 de la Ley General de Coo­
perativas establece en su número primero, 
con todcr rotundidad, «que cada socio tiene 
derecho a un voto» (criterio que igualmen­
te se recoge en el texto del artículo 31 de la 
Ley de Sociedades Cooperativas Andaluzas). 

En cambio la ley 13/ 1989 de 26 de Ma­
yo de Cooperativas de Crédito, si bien par­
te del propio principio general, modifica la 
rigidez de tal principio, facultando una im­
portante modificación, a la libre determina­
ción de los socios, en los estatutos. En este 
sentidó' el párrafo segundo del artíulo 9 pro­
clama, al regular la Asamblea General, que 
«cada socio tendrá un voto». 

Pero, a continuación, abre un amplio 
portillo admitiendo el VOTO PROPOR­
CIONAL. Por si esta liberalidad o exalta­
ción de la autonomía de la voluntad no fue­
ra bastante, permite desdoblar o fundamen­
tar el citado voto proporcional atendiendo 
a tres circunstancias o variantes: las apor­
taciones al capital social, la actividad desa­
rrollada por el respectivo socio, o el núme­
ro de éstos habido en las Cooperativas 
asociadas. 

Es cierto y obvio que las Cooperativas 
de Crédito constituyen un sector o grupo es­
pecial dentro de las Entidades Cooperativas, 
pero no es menos cierto que cuando alguna 
de estas Cooperativas especiales, acogiendo­
se a esta facultad legal (artículo 9 último in­
ciso precitado), ha implantado en sus esta­
tutos el voto proporcional, ha encotrado se­
rios obstáculos a la hora de su inscripción 
en el Registro Cooperativo de su Comuni­
dad Autonómica. Conocemos alguna fuer­
za de nuestro ámbito provincial que, al ser­
le denegado el acceso registra! por esta cau­
sa de modalidad del voto, ha tenido quemo­
dificar sus estatutos, ante la necesidad de fi­
gurar inscrita sin mayores dilaciones. 

Pensamos nosotros que un recurso con-
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tra la denegación de inscripción el el Regis­
tro de Cooperativas de la Comunidad Autó­
noma andaluza -que era quien denegaba 
con base a su normativa propia- hubiera 
prosperado. Y lo mantenemos al considerar 
que, en cuestiones de ordenación del Crédi­
to, prevalece la competencia de la Ley del 
Estado sobre la legislación meramente auto­
nómica, (cuya última, dictada en base a las 
competencias transferidas sobre cooperati­
va, ordena el voto único por socio). 

Si bien, todavía, cabrían matices -
«rizando el rizo»- en el sentido de que la 
regulación del voto, aunque figura en la Ley 
del Estado sobre Cooperativas de Crédito, 
parece aludir propiamente a materia ajena 
al crédito en sí, lo que volvería a debilitar 
la primacía antes aludida en la colisión de 
competencias de Administración Central y 
Autonómica. 

Motivos sobrados, pues, para criticar ne­
gativamente, como hacemos, las tan recien­
tes, dispersas y discrepantes normas que dis­
ciplinan las Cooperativas de Crédito. 

Hay pues mucho que concordar en cri­
terios legislativos y exégesis de registradores. 

DENOMINACION 

Recientemente la mera denominación de 
las Cooperativas de Crédito, con la subsi­
guiente constancia en todos los Registros ofi­
ciales presenta, a tenor de la diferente nor­
mativa a que aludimos al principio, otras di­
ficultades o trabas. 

En efecto, el artículo 3° de la Ley de 
Cooperativas de Crédito se pronuncia vin­
culantemente al respecto, exigiendo los tér­
minos «Cooperativas de Crédito» o su abre­
viatura «Coop. de Crédito». 

La Ley General de Cooperativas, al 
abordar el propio extremo o concepto de la 
denominación de estas entidades -artículo 
4°- requiere ineludiblemente la expresión 
«Sociedad Cooperativa)) o su forma abre­
viada «S. Coop.)) (No entramos en las exi­
gencias al respecto de las respectivas leyes 
autonómicas). 

Todavía el Reglamento del Registro Mer­
cantil - R.O. de 29-12-89- se orienta bajo 
otras pautas, estableciendo en su artículo 368 
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que la denominación de esta clase de enti­
dades «deberá figurar la indicación de la for­
ma social de que se trate o su abreviatura». 

En el breve análisis de lo expresado es 
claro que no figura en la denominación de­
terminada por la Ley de Cooperativas de 
Crédito la palabra «SOCIEDAD», y si exi­
ge el término «CREDITO»; mientras la Ley 
General de Cooperativas incluye el término 
SOCIEDAD y no la palabra CREDITO. 

El reglamento del Registro Mercantil si 
obliga, según vimos, a que la forma social 
conste en la denominación. 

Avanzando un paso más, observamos 
ahora las consecuencias, harto dificultosas 
y complejas, que saLta en la práctica al abor­
dar los aspectos estatutarios y registrales , a 
la luz de tan polifacéticas normas . 

Los Estatutos de la sociedad Cooperati­
va deben pasar a inscribirse por tres Regis­
tros competentes, y, de hecho, cada una de 
estas oficinas oficiales, a traves de sus fieles 
funcionarios, va a atender a su respectiva le­
gislación para que opere el acceso tabular de 
aquellos documentos cooperativos. 

Así el Registro del Banco de España, 
atiende con caracter preferente y aún exclu­
yente, a la Ley de Cooperativas de Crédito. 
El Registro Mercantil, para admitir la ins­
cripción del ente en cuestión, atiende a las 
disposiciones -precitadas- del Reglamento 
Mercantil. 

En cuanto al Registro de Cooperativas 
se rige al propio fin del asiento de inscrip­
ción por lo prevenido en la Ley General de 
Cooperativas. 

De lo expuesto se infiere que lo que es 
válido para un Registro puede no serlo pa­
ra otro y viceversa, a virtud de la Ley que, 
con carácter prioritario y aún excluyente en 
caso de discrepancia, aplica cada uno. 

Ello ha motivado que algunas Coopera­
tivas de Crédito con denominación tradicio­
nalmente admitida, que gozaban de inscrip­
ción en el Registro a cuya Ley se acomoda­
ba su denominación, no puedan pasar a fi ­
gurar inscritas en el otro u otros Registros 
hoy vigentes (en momentos en que es obli­
gado aparecer en todos). 

Naturalmente han tenido que buscarse 
denominaciones extensas nuevas que acoplen 
a las tres normativas, y en el intento han po­
dido acaecer secuelas desfavorables para la 
entidad, para sus socios o para sus relacio­
nes con determinados terceros. 

EL CAPITAL SOCIAL 

Todavía otros aspectos importantes de la 
vida de estas entidades van a ser tratados le­
gislativamente con ciertas ambiguedades. 

Concretamente el capital social queda, en 
cuanto a su mínimo, bastante impreciso. La 
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Ley General de Cooperrivas (3/ 1987 de 2 de 
Abril) no lo determina, limitándose en su ar­
ticulo 12, número 11, a señalar que los es­
tatutos deberán expresar el capital social 
mínimo. 

En cambio la Ley de Cooperativas de 
C~édito se orienta por otras pautas, un tan­
to novedosas: será el Gobierno, en función 
de los habitantes de derecho del municipio 
en que radique la respectiva Cooperativa de 
Crédito, quien fijará el monto míñimo del 
capital. 

Y advierte, a continuación, que no· po­
drá operar en municipios con mayor núme­
ro de habitantes que el de su domicilio so­
cial, sin ampliar el capital. 

En otra vertiente, la Segunda Directiva 
del Consejo 89/ 646 de 15 de Diciembre de 
1989 de la Comunidad Económica Europea, 
aborda el propio tema en su artículo 4°, con 
unas cifras peculiares y específicas, ordenan­
do que no gozarán de autorización las enti­
dades de cr~dito cuyo capital inicial sea in­
ferior a CINCON MILLONES DE ECUS. 

Habida cuenta que existe un plazo para 
la adaptación de estatutos a las leyes vigen­
tes que finaliza en Junio de 1991, y no se ha 
determinado la cuantía mínima del capital 
ni dictado el Reglamento, cualquier adap­
tación de los estatutos, con la necesaria fi­
jación del capital social, además del bagaje 
complejo de tramitación, con los requisitos 
de forma· que lleva implícitos, conllevaría el 
riesgo de que la cifra de capital social seña­
lada, difiera en menos de los mínimos que 
aparezcan en la futura regulación oficial 
anunciada, lo que obligaría entonces a <<nue­
va modificación de la modificación» o adap­
tación estatutaria. 

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. 
- OBLIGATORIEDAD DE LA 

INSCRIPCION EN EL 
REGISTRO MERCANTIL- . 

El Tribunal Constitucional, en sentencia 
n / 1983 proclamó, con bastante contunden­
cia en su Fundamento Jurídico 8° , que la 
inscripción de las Cooperativas en el Regis­
tro Mercantil -bajo el imperio de la nor­
mativa anterior, Ley 52/74- era obligato­
ria pero no constitutiva. 

Y entendemos nosotros respecto de las 
nuevas Cooperativas de Crédito a constituir, 
después de dictada la nueva legislación mer­
cantil, que la inscripción en el Registro Mer­
cantil es requisito previo ineludible para ad­
quirir la personalidad jurídica. Personalidad 
jurídica, que, sin embargo, no se opera por 
tal inscripción en el Registro Mercantil sino 
por su asiento de inscripción posterior en el 
Registro Especial de Cooperativas. 

Es una situación jurídico-hipotecaria que 
para algunos puede resultar un tanto espe-
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cial o curiosamente apartada de principios 
t radicionales, pero que estimamos es así y 
que ello se desprende indubitablemente del 
artículo 5° número 2 «in fine» de la Ley 
13/ 89 (la entidad no queda constituida has­
ta que se produce la inscripción en el corres­
pondiente Registro de Cooperativas). 

Por esta exigencia de inscripción conjun­
ta en todos los Registros -regulados a su 
vez por normas a veces diferentes en algu­
nos puntos- es por lo que, en el preámbu­
lo y cuerpo de este artículo, remarcamos el 
escaso acierto del legislador, en detrimento 
de la plenitud, claridad y agi lidad en el que­
hacer de estas entidades de crédito. 

MAS DISCREPANCIAS LEGISLATIVAS 

La Ley de Cooperativas de Crédito or­
dena que la CANCELACION de las inscrip­
ciones se realiza «DE OFICIO O A LA INS­
T ANClA DEL INTERESADO». 

Por su parte, la Ley de Disciplina e In­
tervención establece al respecto que tal can­
celación habrá de practicarse «DE OFICIO 
A PETICION DEL ORGA NO ADMINIS­
TRATIVO COMPETENTE)). 

Al análisis jurídico más superficial no 
puede escapar la diferencia que encierran en­
tre si los respectivos textos legales para el 
mismo supuesto. 

Abundando en lo que estimamos defi­
ciencias de la norma, nos resulta grotesco 
que la Ley de Cooperativas de Credito pro­
hiba la inscripción en los Registros Públicos 
de las entidades no sujetas a la misma; y ade­
más adicione la prohibición, expresamente, 
«para los actos en que dichas entidades 
intervengan)). 

Parece ocioso que si una sociedad o en­
tidad tiene prohibida su inscripción, más im­
pedidos aún del acceso registral están los ac­
tos que realicen. 

En cuanto a las inscripciones efectuadas 
con infracción del artículo 28 de la Ley de 
Disciplina e Intervención, se declaran por la 
misma NULAS DE PLENO DERECHO. 

Con todo el respeto que nos merece el le­
gislador, nos atrevemos a opinar que la ma­
yoría de los textos legislativos que hemos 
transcrito, considerado independientemen­
te y en su entramado global, si no son anti­
nómicos, sí, al menos, resultan confusos, 
dispares y lejos de constituir un cuerpo 
armónico. 

LA DIRECCION GENERAL DEL 
TESORO 

En tema conexo al acabado de exponer 
y tratando de concordar ideas y normas, 
queremos aludir a la posición de la Direc­
ción General del Tesoro y Política Financiera 
en el sentido que para determinar cual sea 
el título inscribible hay que acoplarse al ar-



tículo 5° y concordantes del Reglamento del 
Registro Mercantil, pero en relación con la 
Ley Cooperativa aplicable; que, en unos ca­
sos, será la de 2 de Abril de 1987 (General 
de Cooperativas) en su artículo 22 y relacio­
nados; y en otros, la respectiva Ley autonó­
mica, completada por el artículo 149, 3 de 
la Constitución. 

Para la.primera inscripción en el Regis­
tro Mercantil de las constituidas antes de la 
vigencia de la Ley 19/89 de 25 de Julio, han 
de tenerse en cuenta los principios de «hoja 
personal» y «tracto sucesivo» (artículo 3,11 
y Disposición Transitoria 3• R.R.M.). 

Según ellos la solicitud del órgano repre­
sentante de la entidad debe llevar anexa es­
critura pública de protocolización de esta­
tutos; título que acredite el nombramiento 
de los órganos de gobierno y certificación 
de inscripción en los otros registros 
especiales. 

Entrando, de pasada, en el análisis de la 
legislación mercantil moderna, cabría cali­
ficar de reprochable omisión la no inclusión 
expresa de las entidades de crédito en la Ley 
19/89 de 25 de Julio, ni para crearles Sec­
ción correspondiente - pese a su importan­
cia y pródiga implantación en el suelo 
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patrio- ni al fijar plazo de inscripción, que, 
en los supuestos de nueva creación, obliga 
a esperar a que se dicte la siempre anuncia­
da y nunca llegada normativa reglamenta­
ria cooperativa. 

El tema de la derogación parcial y sub­
sistencia de leyes antiguas que se usarán co­
mo derecho complementario a la moderna 
legislación cooperativa mercantil e hipote­
caria, es tan extenso que desborda este, de 
por sí, largo artículo, y será objeto de otro 
estudio independiente. 
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Equipaje 
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e uando salga de viaJe, olvide el d1nero 
Su TarJeta CAJALMERIA es convertible en pesetas contantes y sonantes 
en más de 3.300 puntos de España 
Sólo nene que decirle a su cajero . ; 

CAJALMERIA la cantidad que 
· Qu1ere d1sponer durante el viaJe. v 

el t1empo Que va a estar fuera. 
La Red de CaJeros más extensa 

del país se encarga de oue no le 
falte nada 

Su aun no t1ene su tarJeta. sollcitela 
en cualQuier sucursal de CAJALMERIA 


